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            Señores miembros del Jurado, presento a ustedes mi tesis titulada 
“Omisión de la ley penal tributaria al tipificar el delito de defraudación tributaria y 
su correcta aplicación”, cuyo objetivo es: determinar existen lagunas del derecho y 
de ser así como estas afectan al momento de tipificar el delito de defraudación 
tributaria por parte de nuestra judicatura; y  en cumplimiento del Reglamento de 
grados y Títulos de la Universidad César Vallejo, para obtener el Grado 
Académico de Magíster. 
La presente investigación está estructurada en ocho capítulos y un 
apéndice: El capítulo uno: Introducción, contiene los antecedentes, y la 
fundamentación científica, El capítulo segundo, contiene: el problema, los 
objetivos y la hipótesis: El tercer capítulo: Marco metodológico, contiene las 
variables, la metodología empleada, y aspectos éticos. El cuarto capítulo: se 
presentan resultados obtenidos. En el quinto capítulo, se presentan la discusión. 
En el sexto capítulo tenemos las conclusiones. En el séptimo capítulo las 
recomendaciones y el octavo capítulo las se presentan las referencias 
bibliográficas, donde se detallan las fuentes de información empleadas para la 
presente investigación. 
Por la cual, espero cumplir con los requisitos de aprobación establecidos 
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La presente tesis contiene la investigación que se realicé en torno al tipo 
penal de defraudación tributaria, siendo el objeto de la investigación el indagar 
sobre si el patrimonio que se obtiene ilícitamente debe estar sujeto al pago de 
impuestos, sus antecedentes, implicancias doctrinales, análisis de tipo, 
implicancias constitucionales, análisis de legislación comparada; para así llegar al 
final a las conclusiones y recomendaciones. 
La presente investigación es de naturaleza cualitativa, y se aplicó el 
método exploratorio y estudio de casos, el tipo de investigación es de 
investigación básica. 
Al término de la presente, se ha podido llegar a la conclusión que el 
patrimonio obtenido ilícitamente no puede estar sujeto a contribución fiscal, dado 
que, de ser así, se estarían vulnerando derechos constitucionales.  
















 This thesis contains the investigation that was carried out around the 
criminal type of tax fraud, being the object of the investigation to inquire about 
whether the heritage that is illicitly obtained must be subject to the payment of 
taxes, its antecedents, doctrinal implications, analysis of type, constitutional 
implications, analysis of comparative legislation; in order to reach conclusions and 
recommendations in the end. 
 The present investigation is of qualitative nature, and the exploratory 
method and case study was applied, the research type is basic research. 
At the end of the present, it has been possible to reach the conclusion that the 
illicitly obtained patrimony can not be subject to fiscal contribution, given that, if 
this is the case, constitutional rights would be violated. 






















Con motivo de marcarnos un norte, podemos empezar viendo unos de los pocos 
trabajos de investigación que se realizó sobre la materia que ahora nos avoca, así 
podemos ver el trabajo de investigación de Bellomo (2014), quien después de 
analizar  los alcances del tipo penal de defraudación tributaria y sus implicancias 
contables arribó a las siguientes conclusiones: primero, el delito de la evasión 
tributaria en el Perú es una de las más altas en esta parte del continente, reflejada 
en bajos ingresos por concepto de impuestos, respecto del promedio en dicha 
región, ello con motivo de la evasión tributaria; segundo, la debida preparación de 
los de los magistrados y fiscales en materia tributaria tiene gran importancia en el 
control de la evasión tributaria; tercero, la existencia de pocas fiscalías 
especializada en delitos tributarios es no se da abasto e influye de manera 
negativamente en la lucha contra la evasión tributaria; cuarto, el poder judicial 
debe promover la creación de judicaturas y salas especializadas en el 
procesamiento de delitos tributarios esto por ser de alta importancia para realizar 
un eficaz control de los delitos tributarios internos, lo cual ayudaría a un mejor 
control de la evasión tributaria; quinto, con el vigente sistema de justicia en cuanto 
al trato procesal  de los delitos tributarios este influye negativamente en la tarea 
de controlar la evasión, tributaria ya que no cumplir con su tarea sancionadora ello 
se puede evidenciar con las pocas sentencias condenatorias; sexto, nuestro 
actual sistema de justicia no logra colmar las expectativas ya que no logra generar 
el ambiente en el que se tenga un mejor control de la evasión, influyendo 
negativamente en el control de la evasión tributaria. Bellomo (p.144). 
Esto, solo es una muestra de lo poco estudiado esta problemática por el 
sector académico, y ello me ha llevado a llevar esta investigación, con lo que 
como se verá a continuación es un resultado que la verdad esperaba, ya que sin 
hacer mucho esfuerzo, ni conocer de derecho a cualquier persona le resulta 
inconcebible que se le pida a la persona que cometa un delito declarar sus 
impuestos fruto de su actividad ilícita, no es posible que exista una ley que diga 
esto, o que en vías de interpretación de a entender ello. 
A lo largo de este trabajo, podremos ver las diferentes posturas a favor y en 
contra, pero siempre debemos tener presente que no se puede vulnerar derechos 
constitucionales solo con el afán de ganar protagonismo político o mediático. 
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En el presente trabajo, trataremos primeramente los aspecto generales en 
cuanto se refiere al marco conceptual de lagunas de las instituciones más 
importantes dentro del derecho tributario – Penal, debido a  la gran importancia de 
conocer estos cimientos bajo los cuales se ha construido la legislación Penal – 
Tributaria, para después entrar al análisis en concreto de la Ley penal tributaria y 
como esta se relaciona con la ley del impuesto a renta, como es que esta norma 
Penal incompleta, al ser complementada por una norma extrapenal, vulnera los 
derechos constitucionales de los justiciables, pero en el colmo de los casos 
veremos como el máximo defensor de  nuestros derechos, omite hacer presiones 
importantes, y se limita a decir que no es “competencia” aclarar estos vacíos. 
¿Dónde quedaron los criterios de interpretación, el control de la 
constitucionalidad, el respecto de los derechos constitucionales?, ¿cómo 
podemos los operadores del derecho estar de brazos cruzados ante este terrible 
abuso? 
Sin ánimo de querer adelantar conclusiones, veremos el nivel de afectación 
y la evidente inconstitucionalidad de normas que claramente tienen un tinte 
político más que humano, ¿acaso el derecho se estará deshumanizando?, el solo 
llegar a esa pregunta es algo realmente preocupante. 
Quisiera que se ponga especial atención a cómo es que si bien este criterio 
de obligar a declarar ingresos provenientes de actividades ilícitas, era aceptado 
en muchos países, pero también veremos cómo es que aquellos que realmente 
hacen producción legislativa de calidad, como es el caso de Francia, y a nivel 
jurisprudencial, como es el caso de España, ya están tomando cartas en el 
asunto, es también nuestra tarea ponernos a trabajar, en mejora de nuestra 
legislatura. 
Espero que el presente trabajo prenda esa llama de curiosidad de los 
nuevos investigadores, quienes tienen el deber, como profesionales del derecho, 






El derecho penal tributario no ha sido una preocupación únicamente del 
Perú, si no que más al contrario, nosotros heredamos mucho de la legislación 
extranjera, y en materia tributaria tenemos gran influencia de la legislación 
norteamericana, y esta a su vez de la Inglesa, y esta a su vez a influido en la 
nuestro continente en Argentina, por otro lado tenemos criterios distintos que han 
evolucionado más en cuanto a concordancia con los derechos humanos y 
derechos constitucionales se refiere como es el caso de España, quien ha influido 
en México; es por eso importante ver también como actualmente estos países 
norman los delitos tributarios, que particularidades presentan cada país, ya que 
esto también nos permitirá trazar un norte en el proceso de crecimiento jurídico se 
refiere. 
En la legislación argentina el maestro argentino Juan Manuel Álvarez 
Echagüe nos da alcances en cuanto a la legislación argentina se refiere, pues 
esta recoge el ilícito de tributario en una ley especial signada con el número 
24.769, siendo la nomenclatura de su tipo base la de evasión simple, y la castiga 
con una pena de prisión de dos a seis años, conforme se describe en el artículo 1 
(uno), de la citada ley. 
Daremos un repaso a lo descrito por el tipo penal de la norma citada, esta 
lo describe de la siguiente manera: “Art. 1 : Será reprimido con prisión de dos a 
seis años el obligado que mediante declaraciones engañosas, ocultaciones 
maliciosas o cualquier otro ardid o engaño, sea por acción o por omisión, evadiera 
total o parcialmente el pago de tributos al fisco nacional, siempre que el monto 
evadido excediera la suma de cien mil pesos ($100.000) por cada tributo y por 
cada ejercicio anual, aun cuando se trate de un tributo instantáneo o de período 
fiscal a un año.”(ley 24.769) 
Notemos que este tipo tiene algo especial, y es que tiene un limitante 
prescrito por la misma norma, y es en función al cuantum , ya que este tiene que 
ser superior a los cien mil pesos, es decir, solo en caso que el monto evadido sea 
mayor a este importe constituirá delito. 
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Ahora bien, este limitante tiene otra peculiaridad, y es que debiendo 
entender al tributo como impuestos, tasas y contribuciones; y es que esta valla de 
la cuantía aplicaría solo a una clase de tributo, cualquiera de los antes 
mencionados, de manera individual, no aplica la una sumatoria de los montos 
evadidos, cualquiera sea su tipo debiendo superar este límite de manera 
individual. 
En cuanto a la Legislación Mexicana, en esta legislación la norma especial 
responde al nombre de código fiscal federal mexicano en su portal web señala en 
su artículo 108 prescribe en su artículo 108 que el  comete el delito de 
defraudación fiscal quien, con uso de engaños o aprovechamiento de errores, 
omita total o parcialmente el pago de alguna contribución u obtenga un beneficio 
indebido con perjuicio del fisco federal. 
La omisión total o parcial de alguna contribución a que se refiere el párrafo 
anterior comprende, indistintamente, los pagos provisionales o definitivos o el 
impuesto del ejercicio en los términos de las disposiciones fiscales. 
El delito de defraudación fiscal y el delito previsto en el artículo 400 Bis del 
Código Penal Federal, se podrán perseguir simultáneamente. Se presume 
cometido el delito de defraudación fiscal cuando existan ingresos o recursos que 
provengan de operaciones con recursos de procedencia ilícita”. CFF (2009) 
En esta legislación se puede apreciar algo más, y es que el rasgo que sin 
duda más llama la atención es que de manera expresa que las ganancias 
provenientes de actividades ilícitas estarían gravabas, ya que, a diferencia de en 
nuestra legislación esta lo expresa de forma inequívoca. 
Sin embargo, algo que podemos rescatar de esta legislatura es lo mucho 
que ha avanzado en cuanto a desarrollo de cada sub tipo de defraudación fiscal 
se refiere, así en el Código Orgánico Integral Penal (COIP) se describen a detalle 
cada supuesto de hecho. Es cierto que al tratar de busca la especificación pueda 
generar un ánimo de ocultamiento bajo la sobra de la ley, pero si realizaremos un 
estudio de cada supuesto nos daríamos cuanta que hay casos que ni los hemos 
contemplado como probable en nuestra legislación. 
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Por otro lado, algo que podemos decir de esta legislatura es que si bien es 
cierto han realizado un intento de codificar los delitos tributarios, integrándolos a 
un cuerpo normativo, por efecto de la división geopolítica todavía es un tema de 
difícil lectura para el que no está acostumbrado a realzar análisis con 
concordancia diferencial, ya que esta depende de cada estado mexicano. 
En cuanto a La legislación venezolana.siguiendo lo descrito por Natasha 
Ocanto Socorro en cuento se refiere a legislación tributaria penal, este país y lo 
recoge en el artículo 116 del código orgánico tributario, y respecto del cual 
podemos comentar como peculiaridad que también prescribe que la actividad 
destinada a hacer incurrir en error a la administración tributaria debe tener por 
resultado montos superiores a los 2000 unidades tributarias, y que la pena que se 
prevé a este delito es de 6 meses a 7 años, pudiendo ser incrementada en de la 
mitad a las dos terceras partes cuando concurran circunstancias especiales como 
la ocultación en zonas privilegiadas, y la obtención indebida de beneficios 
tributarios como devoluciones o reintegros por cantidades que superen las 100 
UT, en cuyo caso la pena seria la mínima de 4 años y  la máxima de 8 años. 
Según describe, este delito tendría como elementos el engaño, un 
enriquecimiento indebido y el perjuicio al ente extractor; pero no hace referencia 
respecto al destino de las ganancias provenientes de actividades ilícitas, como si 
lo hacen otras legislaciones 
 
Antecedentes nacionales: 
 Dentro de algunos de los más representativos autores que han escrito 
sobre el tema en general, tenemos a los siguientes: 
El doctor García (2015), escribiría un estudio sobre los aspectos más 
básicos del delito de defraudación tributaria, en el que realizaría un análisis 
exegético de cada elemento constitutivo del tipo penal de defraudación tributaria, 
siendo el punto que más llama la atención la minuciosidad al momento de realizar 
el análisis del tipo penal, ya que considera que el punto de inicio para el análisis 
de este no es una conducta contraria derecho sino más bien una institución que 
se encuentra apartado del derecho penal, nos referimos al tributo per se, este, a 
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opinión de este autor, “generaría el hecho imponible, y con ello la carga de asumir 
las responsabilidades tributarias inherentes al contribuyente, que tras su 
realización generaría en nacimiento de la relación jurídica tributaria”. Garcia . 
(2015: p 14). 
 De hecho esto no compartimos, ya que trata al tributo como la relación 
jurídica tributaria en sí, lo que sería una contradicción por sí misma, y que al ser 
este un solo elemento no sería posible que exista la correspondencia biunívoca 
característica de es la relación jurídica en sí, siendo necesaria para esta la 
existencia de otros elementos concomitantes, como es el hecho generador y su 
realización, el presupuesto legal o fuente del tributo que por mérito constitucional 
solo puede ser por ley, y la obligatoriedad de cumplir con el pago del tributo. 
 Otro punto que trata y que es interesante comentarlo, es la permisibilidad 
del dolo eventual, ya que este es un tema muy discutible, en razón que una parte 
de la doctrina considera que no es posible que este se dé por lo mismo que el 
agente puede que desconozca el monto exacto defraudado, sin embargo, otra 
parte de la doctrina manifestaría que pese a ello está la aceptación de esta sin 
importar el monto exacto,  
También tenemos al doctor Bramont (1997), en torno a sus estudios de 
Derecho Penal Parte Especial, diría que “en esencia el delito de defraudación 
tributaria consiste en la realización de uno o varios actos que tengan por fin dejar 
de pagar en todo o en parte los tributos que se establecen en las leyes, 
perjudicando el sistema de recaudación de ingresos y realización del gasto 
público” Bramont (1997: p 415). 
 Sin duda alguna no se equivoca en cuanto a la descripción de los actos 
que conlleva la configuración del delito de defraudación tributaria, sin embargo 
creo que esta definición se queda corta en cuanto se refiere al gran perjudicado 
por esta omisión, ya que si analizamos el efecto macro que tiene esta conducta, 
veremos que en realidad los afectados son todos y cada uno de los ciudadanos, 
ya que la función de los tributos es recaudar fondos para la reinversión en 
beneficio de la ciudadanía, y al no tener los suficientes fondos es esta 
precisamente los que se ven perjudicados, pues seguramente no se construirán 
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colegios, pistas, no habrá aumentos de salario en el sertor público, lo que incluso 
podría dañar el flujo económico nacional, obligandodos a solicitar financimiento 
extranjero para cubrir gasto corriente, o costos fijos, ya que estos son planificados 
en función de las proyecciones sobre recaudación de tributos. 
Es decir, el impacto que puede ocasionar son en verdad de preocupación, 
pero la mayoría de los estudiosos solo lo ven desde un punto de vista inmediato, 
cuando ello podría repercutir en toda la política económica del país, y si este es 
una nación influyente podría incluso afecta a otras naciones. 
El maestro Alva (2012), escribiría en un artículo sobre el momento y las 
circunstancias que tienen que incurrir para que se configure el delito de 
defraudación tributaria, así como de las modalidades que la ley penal tributaria 
prevea para este tipo penal, siendo fundamentalmente dos, la primera consístete 
en el ocultamiento total o parcialmente de bienes o ingresos o la declaración de 
gastos falsos en su totalidad o parcialmente, con el de anular o reducir el tributo a 
pagar. Alva (2012: p 42) 
 Al respecto debemos manifestar que en la práctica esta es una práctica 
muy usada por el sector empresarial, ya que las actividades más conocidas son 
las compras de facturas ficticias, compras de recibos por honorario, generación de 
gastos no relacionados al core bussnes o siendo relacionados no destinados a la 
actividad empresarial, cuando en realidad se trata de gasto corriente personal, sin 
embargo, la duda viene por si sola ¿y por qué la administración no hace nada? La 
respuesta es muy sencilla, y es que por falta de recursos, y es que los que nos 
manejamos en el medio sabemos que la administración tiene que invertir de 
mucho tiempo para poder verificar estos temas, debiendo realizar fiscalizaciones 
para poder determinar la simulación con fines ilícitos, y en promedio toma una 
semana fiscalizar a una pequeña o mediana empresa, ni pensar a una empresa 
grande, hay empresas que constantemente están siendo fiscalizadas, podemos 
decir que su fiscalización dura años, estamos pues frente a una tarea ardua y si lo 
vemos desde la perspectiva de los resultados probablemente no convenga 
realizar fiscalizaciones a los pequeños empresarios. 
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 Desde el año 2015, he podido ver cómo es que administración tributaria ha 
venido realizando actividades de fiscalización a personas naturales y a 
sociedades relacionadas, p, siendo de gran ayuda la implementación de un 
sistema interconectado de los bancos, las notarías, los municipios y gran parte del 
aparato estatal, a través de lo que conocemos hoy como tecnologías de la 
información, lo ha permitido cruzar información y poder tener indicios del 
movimiento de capitales, y ver la coincidencia con las ganancias obtenidas, 
pudiendo advertir los casos en los que exista desbalances patrimoniales y con ello 
la comisión del delito de defraudación tributaria. 
 La segunda modalidad prevista en el artículo 2 de la ley penal tributaria, 
prevé el supuesto en el que el deudor tributario no cumpla con entregar al 
acreedor tributario las retenciones y las percepciones de los tributos que haya 
efectuado, dentro del plazo fijado para tal fin. En este caso como vemos existe 
una tranferencia de la obligación tributaria, pues el obligado a realizar el pago del 
tributo es un agente de percepción o retención según sea el caso, los que se 
regulan por ley especial, es decir que previamente el obligado debe tener cierta 
condición jurídica, podemos decir que el obligado primitivo ha pagado el tributo, 
sin embargo, el encargado de alcanzar lo retenido a la administración no lo hace o 
lo hace fuera del tiempo previsto para tal fin.  
El maestro Domingo Garcia Rada, en su libro sobre el delito tributario, nos 
da más alcances sobre este tipo penal poco estudiado, así en cuando al 
desarrollo del análisis del tipo manifiesta principal atención al engaño que conlleva 
la actividad criminal, y su ventaja económica que esta significaría para el agente, 
y otro punto fuerte de su trabajo se centra en las limitaciones que tendría el 
ministerio público para ejercer la acción penal en cuanto delitos tributarios se 
refiere. 
Podemos decir que según manifiesta el autor en comentario, seria de vital 
importancia que se demuestre el animus del agente, pues este debe actuar de 
manera engañosa, queriendo que la administración tributaria incurra en error, 
actuando de manera fraudulenta, siendo el resultado como ya dijimos, la 
disminución del tributo a pagar o su total extinción del mismo, pero esto tiene otra 
consecuencia que advierte el maestro, y es precisamente el incremento 
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patrimonial del agente o de un tercero, estamos frente a un caso en el que se 
persigue una ventaja económica, en perjuicio del sistema de recaudación 
tributaria, y todo lo que con ello conlleva, como lo manifestamos líneas up supra. 
Para Peña (1996), en su libro todo sobre lo ilícito realiza también un 
análisis exhaustivo sobre el delito de defraudación tributaria, tratando de manera 
pormenorizada todos los aspectos del tipo penal, sin embargo no coincidimos son 
lo estrecho que es su análisis en cuanto al sujeto pasivo se refiere, ya que este 
indica “los perjudicados con la comisión de este delito, se materializa a través de 
instituciones establecidas en nuestro sistema tributario como la Superintendencia 
Nacional De Administración Tributaria (SUNAT) y la Superintendencia Nacional 
De Aduanas (ADUANAS)”. Cabrera (1996: p 286). 
Creo que en este caso cae en una contradicción, ya que trata de darle un 
rostro al sujeto pasivo, algo con lo que el lector pueda identificar al 
verdaderamente perjudicado con el fraude fiscal, pero no lo logra, ya que estas al 
ser personas jurídicas de derecho público solo tienen personería por fricción legal; 
en el peor de los casos cuando uno piensa que es la SUNAT a la que se le 
perjudica, probablemente piense que poco daño se hace, ya que esta, de un buen 
tiempo a esta parte se ha convertido en el antagonista de los emprendedores, a 
quienes los persigue a veces de forma exagerada con el fin de recaudar tributos, 
aplicándolos muchas veces de forma adelantada, pero cuando uno realza un 
trámite de devolución o algo parecido se demoran medio año, entonces es la 
SUNAT la gran perjudicada, es algo que trataremos más adelante. 
 
Marco Teórico Referencial 
Dada la implicancia de nuestra investigación es necesario que tengamos 
presente algunos conceptos básicos que nos permitan tener un mejor 
entendimiento del problema, ya que, si bien es cierto, desde ya el titulo puede 
llamar la atención del lector, este se torna muy oscuro cuando entramos a 
analizarlo de la mano de la legislación, de la mano de tratadistas reconocidos 
iremos viendo algunos conceptos de instituciones tan importantes y muchas 




El derecho tributario en el Perú 
Para poder tener un entendimiento cabal del problema de investigación es 
necesario saber cómo es que origina la obligación tributaria y cuál es su marco 
constitucional para así poder determinar su alcance y su marco normativo. 
Previamente, solo para efectos académicos recordaremos los 
antecedentes en la legislación peruana y cómo ha evolucionado. Para poder 
situarnos dentro de lo que podemos considerar como época moderna del tributo 
debemos situarnos, entre los años 1900 y 1990, antes de esto a manera de 
recuerdo de lo que vimos en la parte introductoria vimos como teníamos tributos 
como el diezmo, el quinto o el tributo indígena, pues bien con la llegada la 
republica algunos de estos se abolieron, y otros permanecieron, como es el caso 
de tributo indígena, pero paralelamente a esto se crearon otros como es el caso 
del tributo de castas, el tributo de industrias y patentes, entre otros. Es importante 
mencionar también que hasta ese entonces la política económica del estado tenía 
como objetivo satisfacer las necesidades del pueblo solo con recursos estatales, 
lo que motivo la firma de contratos desfavorables para el estado como el contrato 
Dreyfus y el contrato Grase, llegando al punto que fuimos el único país que 
basaba su economía estatal en la venta de guano, recurso con el que se cubrían 
las necesidades del estado. IDE-ESAN (1983, p 92) 
Fue a partir del 1890 que empezamos a requerir cambios, pues 
necesitamos recursos alternativos al guano de isla, y era una alternativa el salitre, 
con esto también se veía un crecimiento en las exportaciones, claro está de 
materia prima, y pese a la recesión que afecto a América Latina pudimos salir 
airosos conjuntamente con Colombia, también claro esta ayudados por el cobre, 
sumándose más tarde el algodón, el caucho plata entre otros. 
Todo esto llevo a replantear las tasas arancelarias, llevándose a cabo la 
primera reforma tributaria durante el gobierno del presidente Leguia. 
Estos cambios se siguieron dando, en respuesta a las distintas fases 
económicas que nos tocó vivir, así hasta llegar a 1968, en la que se da el Decreto 
Supremo No 287-68-HC, que se estructura el sistema tributario peruano, y en el 
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año 1981 se da el Decreto Legislativo No 200, que normaría lo referente al 
impuesto a la renta, con la estructura que hoy conocemos. 
 
Ilícitos Tributarios. 
Podemos definir el delito tributario como la “Violación dolosa de una 
obligación, de un deber o de una prohibición tributaria, sancionada por la ley con 
una pena corporal” Massone (1975, p:310 - 311) 
Podemos decir entonces que es la acción o falta de ella, por la cual se 
transgrede la norma tributaria, haciendo uso de artificios, engaños, ardid y demás 
actos/acciones fraudulentas para obtener un provecho para sí o terceros.  
Los delitos tributarios se encontraban tipificados en los artículos 262° al 
272°, de los cuales desde el artículo 262° al 270° fueron derogados según la 
tercera disposición final de la Ley N° 26461 del 08-06-1995, según la sétima 
disposición final del Decreto Legislativo N° 813 – Ley Penal Tributaria- del 20-04-
1996, y según el artículo 2° del Decreto Ley N° 25495 del 14-05-1992, 
respectivamente. 
Ahora, para comprender y aplicar debidamente la regulación prevista en el 
Decreto Legislativo N° 813 -Ley Penal Tributaria (Publicado el 20 de abril de 1996 
en el Diario Oficial El Peruano)-, no es suficiente conocer su contenido y tampoco 
interpretarlo conforme a la normativa del Título Preliminar y la Parte General del 
Código Penal, toda vez que ello únicamente nos proporcionaría una visión parcial 
del ámbito de estudio. 
Debido a ello es necesario abordar el problema desde distintos frentes 
como el Derecho como constitucional, administrativo, tributario y procesal penal, 
esto con el objeto de llegar a comprender la verdadera problemática de la ley 
penal tributaria.  
Ello no solo porque, en términos generales, nos encontramos ante 
supuestos de leyes penales en blanco, accesoriedad administrativa y elementos 
normativos del tipo; sino porque nos permite analizar y valorar la estructura de la 
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Ley Penal Tributaria, interpretar los tipos penales y comprender la ratio legis de la 
norma penal. (Pinedo: 2013, p 16). 
El maestro Jakobs señala que: “Es aceptable una definición de Derecho 
Penal Económico en función de establecer la vulneración de expectativas 
normativas”. (Jakobs:2006, p. 43-60), que configuran los elementos esenciales del 
sistema económico, en el caso peruano del sistema de economía social de 
mercado que constituye el modelo económico definido por la Constitución Política 
del Estado, no cabe duda que la vinculación resulta más intensa, puesto que 
todos los elementos configuradores de la economía social de mercado suponen 
protección administrativa y además se establecen en función de institutos jurídico 
administrativos, que pueden ser afectados mediante la comisión de ilícitos 
tributarios  
En dicha línea, también encontramos en el ámbito constitucional una 
regulación general del ordenamiento jurídico tributario que se desarrollada a 
través de un subconjunto normativo de rango inferior (Código Tributario, Ley del 
Impuesto a la Renta, reglamentos, entre otros) Asimismo, tenemos la vinculación 
con la regulación procesal penal -principalmente el Código Procesal Penal de 
2004 que se encuentra vigente en la mayoría de distritos judiciales del Perú- 
mediante los requisitos de procedibilidad y, los presupuestos de inicio y desarrollo 
de la investigación preparatoria. Sánchez-Vera (2000: p 391-423). 
Nuestra Constitución Política regula en el artículo 58 que la iniciativa 
privada se ejerce en una economía social de mercado. Por economía social de 
mercado debemos entender el objetivo de alcanzar un mercado eficiente y una 
sociedad justa. Para ello, se requiere de la participación del Estado pero de 
manera restringida, mediante el establecimiento de reglas para la actuación de 
agentes económicos en el mercado. En esta línea de ideas, el modelo de 
economía social de mercado se encuentra caracterizado principalmente por el 






Derecho penal tributario. 
El maestro Billegas, dice que “el derecho tributario está situado en la rama 
del derecho privado, y del derecho en general, ya que el legislador se ha legislado 
en torno a actividades tan cotidianas como el comprar, vender, donar y las no tan 
cotidianas, como la quiebra, seguros, etc”. Billegas. (2003: p. 40) 
Pero por que estas actividades tendrían que tener alguna implicancia per 
se, pues bien es porque les da la categoría de hipótesis de incidencia, es decir 
cada una de estas actividades pondrá a trabajar al aparato estatal, y a los 
sectores encargados de verificar que se cumplan con el pago de los tributos 
según sea el caso, dicho de otra manera, estas hipótesis de incidencia revelan la 
existencia capacidad contributiva. Debemos entender que la sola realización de la 
hipótesis de incidencia es el “percutor” de la actividad tributaria y de la entrada en 
actividad toda la normatividad relacionada, está claro que el maestro Billegas le 
da mayor importancia a este acontecimiento, pero no debemos confundir al hecho 
generador de la actividad con la efectividad de la acción contributiva, ya que entre 
ambas hay un largo camino que recorrer y no siempre termina en el pago de 
tributos. Billegas. (2003: p. 40) 
Es en el aspecto de la positivización de la normativa del derecho tributario 
donde este adquiere su “generalidad” pues este es un derecho positivo, como el 
derecho común, esto mismo obedece a la propia naturaleza jurídica de nuestro 
orden normativo, ya que este es predominantemente escrito y requiere su 
positivización así como seguir un orden constitucional para su eficaz vigencia, es 
por eso que podemos decir que probablemente sea una de las pocas cosas 
comunes que tiene con las demás ramas del derecho. 
Pero entonces, ¿cómo podemos definir al derecho penal tributario?, pues 
bien podemos decir que es el conjunto de leyes que norman los delitos tributarios 
propiamente dichas y faltas relacionadas, y se rigen por los siguientes principios: 
principio de legalidad, principio de tipicidad, principio de responsabilidad personal, 
principio de responsabilidad, principio de no concurrencia, Principio de prohibición 
de analogía, Principio de irretroactividad de la ley, Principio de presunción de 
inocencia, principio de respeto de los derechos fundamentales de la persona, 
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Principio de no confiscatoriedad, Principio de igualdad, principio de reserva de la 
ley 
Sin embargo, pese a ser una rama del derecho claramente diferenciada 
esta no se aleja de los principios constitucionales que rigen todo nuestro sistema 
jurídico, es en ese preciso escenario donde nuestra investigación encuentra su 
asidero y sustento. 
 
Características de los delitos tributarios. 
El acuerdo plenario 2-2009 ha precisado cuáles son esas notas 
características de los delitos tributarios, así podemos resumir algunas de ellas: 
1. Se configuran como un delito especial propio y de infracción del deber de 
contribuir mediante el pago de tributos al sostenimiento de los gastos Públicos. 
2. Tienen una naturaleza patrimonial, pero es de tener en cuenta su carácter 
público en atención a la función que los tributos cumplen en un Estado Social y 
Democrático de Derecho. 
3. Son delitos de resultado. Se exige la producción de un perjuicio que se 
consuma desde el momento en que se deja de pagar, total o parcialmente, los 
tributos o que se obtenga o disfruta indebidamente de un beneficio tributario. 
4. El núcleo típico es la elusión del pago de tributos debidos o la obtención 
indebida de beneficios tributarios, cuya perpetración. (Corte Suprema de Justicia 
de la República, Acuerdo plenario 2-2009/CJ-116,  2009. p. 3,4) 
 
El Decreto Legislativo No 813-Ley Penal Tributaria. 
En un primer momento, los delitos tributarios fueron regulados en el 
ordenamiento jurídico nacional como una de las secciones del Código Tributario 
de 1966 (Promulgado mediante el Decreto Supremo N° 263-H de fecha 12 de 
junio de 1966). Posteriormente, los delitos tributarios se tipificaron en los artículos 
268 y 269 de la Sección II, Título XI, Libro Segundo, Parte Especial-Delitos del 
Código Penal de 1991. Patrick (2013: p 12) 
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De acuerdo a lo señalado en la Exposición de Motivos de la Ley Penal 
Tributaria, se derogaron los artículos 268 y 269 del Código Penal de 1991, toda 
vez que se consideró que al encontrarnos ante delitos cuyo supuesto de hecho -
conducta típica- presenta una vinculación entre el Derecho Tributario y el Derecho 
Penal, es necesaria una regulación externa al Código Penal a través de una ley 
penal especial que contenga lo material y procesal, a fin que una misma norma 
regule íntegramente lo correspondiente a dichos ilícitos (Bramont A.: 2010, p 255-
238).  
Así, mediante la Ley Penal Tributaria se regularon el tipo base de 
defraudación tributaria (artículo 1), las modalidades de comisión del delito de 
defraudación tributaria (literales a) y b) del artículo 2), el tipo penal atenuado de 
defraudación tributaria (artículo 3) (El artículo 3 de la Ley Penal Tributaria fue 
derogado mediante la Única Disposición Complementaria Derogatoria del Decreto 
Legislativo N° 1114), el delito de obtención ilícita de beneficios y derechos fiscales 
(literal a) del artículo 4), los delitos vinculados a los procedimientos de 
recaudación tributaria (literal b) del artículo 4) y los delitos relacionados al control 
de obligaciones tributarias por parte de la Administración Tributaria (artículo 5). 
En la Ley Penal Tributaria también se prevén aspectos procesales como 
los requisitos de procedibilidad, la investigación penal y la caución. Por último, 
también se presenta una regulación de las medidas aplicables a las personas 
jurídicas en el artículo 17 de la norma. 
A la fecha la Ley Penal Tributaria ha tenido diversas modificaciones 
(Compárese la Décimo Primera Disposición Final de la Ley N° 27038-Ley que 
Modifica el Decreto Legislativo N° 816 -Código Tributario- y, los numerales 5 y 6 
de la 2 DMD del Decreto Legislativo N° 957-Código Procesal Penal de 2004), 
siendo realizada la última mediante el Decreto Legislativo N° 1114 que, entre 
otros aspectos, incorporó tres nuevos delitos tributarios a la Ley Penal Tributaria 
mediante los artículos 5-A, 5-B y 5-C. Asimismo, incorporó el artículo 5-D que 
tipifica agravantes de la comisión de los delitos previstos en los artículos 1 y 2 de 
la Ley Penal Tributaria (Téngase en cuenta las siguientes normas modificatorias: 
Décimo Primera Disposición Final de la Ley N° 27038-Ley que Modifica el Decreto 
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Legislativo N° 816-Código Tributario y, los numerales 5 y 6 de la 2 DMD del 
Decreto Legislativo N° 957-Código Procesal Penal de 2004).  
En ese sentido, resulta relevante el alcance y sentido de dicho subconjunto 
normativo desde un punto de vista sistémico, en atención a la regulación del 
ordenamiento jurídico mencionado en el numeral anterior. La finalidad de ello se 
enfoca en encontrar coherencia y consistencia entre la estructura de la Ley Penal 
Tributaria con las normas de las demás áreas pertinentes del Derecho. Hidalgo P. 
(2013: p 15). 
 
Sistematización de los delitos tributarios en la Ley Penal Tributaria. 
La sistemática organizativa de la Ley Penal Tributaria tiene un fundamento 
y finalidad que, a nuestro entender, se dirige a presentar una estructura normativa 
ordenada, utilizando subconjuntos normativos derivados del ámbito situacional 
constituido por los diversos procedimientos tributarios que tienen como fuente la 
relación jurídica tributaria que presenta como sujetos principales al deudor 
tributario (sujeto pasivo de la relación tributaria) y la Administración Tributaria 
(sujeto activo de la relación tributaria) (Véase los artículos 1 y 2 del Código 
Tributario). Dicho escenario se caracteriza por el enlace entre la normativa 
tributaria y la penal, para delinear los contornos de los hechos típicamente 
antijurídicos que se tipifican como delitos en la Ley Penal Tributaria y la 
delimitación de los supuestos donde se aplica cada uno de los tipos penales. El 
esquema organizativo de la Ley Penal Tributaria nos permite diferenciar en 
secciones temáticas las conductas ilícitas y, por tanto, establecer las diversas 
expectativas normativas que se protegen a través de la regulación mencionada.  
En ese sentido, tenemos que la tipificación de los delitos tributarios se 
dirige a enviar a la sociedad el mensaje comunicativo de vigencia de la norma 
penal. Por lo que, en el supuesto que el contribuyente o responsable tributario 
defraude la norma penal tributaria a través de la comunicación de comisión de un 
delito en el ámbito situacional de la relación jurídica tributaria con el Fisco, la 
norma penal será aplicada en el extremo de la consecuencia jurídica prevista -la 
pena privativa de libertad como consecuencia jurídica principal de la comisión del 
delito- y así se estabilizará la vigencia de la norma penal tributaria defraudada.  
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Luego de haber destacado la importancia de la organización de los delitos 
tributarios previstos en la Ley Penal Tributaria, para determinar el sentido y el 
alcance de la norma, a continuación, vamos a desarrollar dicho asunto sobre la 
situación anterior y posterior de la Ley Penal Tributaria, en razón a la publicación 
del Decreto Legislativo N° 1114 (2012). Debido a la amplitud del tema a tratar, 
vamos a enfocarnos únicamente en la estructura organizativa de los delitos en la 
Ley Penal Tributaria, su vinculación con otras áreas del Derecho y los elementos 
típicos principales que son configuradores del ilícito penal tributario. 
 
Delito de defraudación tributaria. 
El maestro Villegas dice: que el delito de defraudación tributaria es “toda 
eliminación o disminución de un monto tributario producido dentro del ámbito de 
un país por parte de quienes están jurídicamente obligados a abonarlo y que 
logran tal resultado mediante conductas violatorias de disposiciones legales” 
Villegas (2001: p. 382) 
 Como podemos ver, en este primer alcance doctrinal tenemos que la 
defraudación tributaria tendría un elemento descriptor la eliminación o disminución 
del tributo, pero lo que llama más la atención es que esto se lograría mediante 
conductas violatorias, esto para nuestro entender no tendría que ser 
necesariamente así, ya que las conductas que utilice para tal fin el agente pueden 
ser o no legalmente permitidas, ahora bien si estas entrarían dentro de ámbito de 
la simulación estaríamos en otro escenario, es más si analizamos más 
profundamente podemos decir que si la conducta es violatoria a la ley, devendría 
en una nulidad de lo producido por dicha conducta, lo que llevaría a la nulidad de 
la declaración y el resultado sería el no pago no por de impuesto no por fraude 
fiscal si no por omisión pura. 
También Indica “la defraudación fiscal requiere, subjetivamente, la 
intención deliberada de dañar al fisco, y objetivamente, la realización de 
determinados actos o maniobras tendentes a sustraer, en todo o en parte, a la 
obligación de pagar tributos. Esas maniobras están intencionalmente destinadas a 
inducir en error a la autoridad para que la falta total o parcial de pago aparezca 
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como legítima, y de allí la mayor gravedad de esta infracción, que se traduce en la 
mayor severidad de las sanciones” Villegas (2001: p 389) 
Tampoco compartimos esta opinión, por cuanto pensamos que la intención 
del que defrauda al fisco no es la de dañar al fisco, sino simplemente no pagar el 
impuesto debido, es decir, el agente no piensa en que lo hago con el objetivo de 
dañar el fisco, si pensaríamos de esa manera no sería posible determinar el móvil 
intrínseco con que actuó el agente, creemos que simplemente el agente no 
cumple con pagar sus impuestos por que quiere un beneficio económico para él, 
busca que su patrimonio no se vea reducido tras el cumplimiento de sus 
obligaciones tributarias. 
El maestro Vidal respecto al tema en comentario manifiesta que en el delito 
de defraudación tributaria “Comete defraudación quien, mediante simulación, 
ocultación, maniobra o cualquier forma de engaño, induce en error al fisco, del 
cual resulte, para sí o para un tercero, un enriquecimiento indebido a expensas 
del derecho dé aquél a la percepción del tributo” Vidal (1992: p. 62) 
  Más tarde indicaría que “como para el delito tributario es necesaria la 
demostración de la responsabilidad en forma subjetiva, debe el delito tributario 
regularse por los principios del derecho penal resultando indispensable para su 
configuración la existencia de la intención dolosa del infractor, la que la 
Administración debe acreditar fehacientemente al presentar la respectiva 
denuncia” Vidal 1992: p. 63) 
Sin duda alguna esta es una de las opiniones que  consideramos mas 
acertadas, claro esta que demostrar la intención del agente es importante, para 
efectos del verificar el cumplimiento del tipo penal, el que como veremos mas 
adelante es eminentemente doloso debido a la intención que tendría el agente, y 
considerando lo complejo de  este delito y por su especialidad es necesario que 
este sea estudiado de forma independiente. 
Para Bramont “en esencia el delito de defraudación tributaria consiste en la 
realización de uno o varios actos que tengan por fin dejar de pagar en todo o 
parte los tributos que se establecen en las leyes, perjudicando el sistema de 




El tipo penal de Defraudación Tributaria se encuentra plenamente 
establecido en el artículo 1° del Decreto Legislativo N° 813 –Ley Penal Tributaria- 
(Artículo sustituido por la Décimo Primera Disposición Final de la Ley Nº 27038, 
publicada el 31-12-98); el cual establece lo siguiente: 
"Artículo 1°.- El que, en provecho propio o de un tercero, valiéndose de 
cualquier artificio, engaño, astucia, ardid u otra forma fraudulenta, deja de pagar 
en todo o en parte los tributos que establecen las leyes, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de 5 (cinco) ni mayor de 8 (ocho) años y con 365 
(trescientos sesenta y cinco) a 730 (setecientos treinta) días-multa." 
El objeto de nuestro estudio se enmarca en el análisis del primer artículo de 
la citada ley penal tributaria, no siendo parte de dicho estudio los demás artículos. 
 
Bien jurídico protegido. 
El bien jurídico que el legislador pretende proteger con la tipificación de la 
conducta recogida en el tipo penal del artículo 1°, se encuentra constituido por “el 
proceso de recaudación de ingresos y de distribución o redistribución de ingresos” 
Muñoz (2001: p. 990-991). Esto guarda concordancia con “la función del tributo 
que permite que el Estado cumpla con atender las necesidades generales” 
Sanabria (1999:  p.520). 
Tenemos otra posición frecuente es aquella que considera que el bien 
jurídico tutelado por los delitos fiscales es el patrimonio del erario público. Se 
argumenta que, de la misma manera que se protege el patrimonio de las 
personas físicas y morales contra las conductas delictuosas como el fraude 
tratándose del patrimonio del erario público, es debe protegerse de su 
menoscabo. Para esta corriente el tributo corresponde al precio que el 
contribuyente paga por los servicios públicos que del estado recibe (principio de 
beneficio equivalente). En realidad, el delito fiscal no pretende proteger el 
patrimonio de la hacienda en virtud de un interés patrimonial individual, sino en 
atención a intereses patrimoniales supra-individuales a cuyo servicio están los 
delitos contra el orden económico, o la economía nacional. 
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La doctrina extranjera, al referirse al delito de fraude se concebía como 
protección de la hacienda pública contra conductas falaces del contribuyente, 
asimilando el patrimonio del Estado a una condición semejante a la del patrimonio 
particular, idea que fue cuestionada por lo que ahora podemos encontrar en la 
Licenciatura Jurídica diversas propuestas sobre este tema respecto al contenido 
del bien jurídico tutelado por los delitos fiscales que como indica el maestro 
Gonzales Raúl, “en esencia se pueden resumir en: a) La fe pública, b) El deber de 
lealtad del ciudadano para con el Estado en relación con el mandato tributario, c) 
El patrimonio, d) El erario público, e) La función del tributo,  f) El sistema de 
tributación o recaudación” Gonzáles (1995: p. 69).  
Para el maestro Acosta Simon el bien jurídico tutelado en el delito de 
defraudación fiscal “es el derecho-deber de solidaridad ciudadana que constituye 
el fundamento del sistema tributario. Solo indirectamente se protege el patrimonio 
público con este tipo penal” Acosta 1998: (p. 23-24), 
 
Tipicidad objetiva. 
1. Sujeto Activo. - “Puede ser cualquier persona que tenga la calidad de 
deudor tributario” Sanabria, (1999, Pag.520). Para que el sujeto activo pueda 
adquiera esta condición jurídica, y conforme al ordenamiento jurídico penal se 
necesitara que este ostente la cualidad jurídica de imputable, ergo el sujeto activo 
será tal si solo si este es imputable en el momento de haber cometido el delito, 
ello importaría que cuente con las condiciones psíquicas y la mayoría de edad 
prescrita por ley. 
Esta condición psíquica exigible se refiere pues a la libertad con la que las 
perdonas pueden tomar determinaciones (decisiones) de manera libre y 
espontánea o “libre albedrío”, que importaría el hecho de poder distinguir y elegir 
entre el bien y el mal, de tener esa facultad de elección era imputable”. 
2. Sujeto Pasivo.- “En este delito es el Fisco que en buena cuenta es el 
Estado e indirectamente la colectividad” Sanabria (1999: P.520). Como podemos 
ver, en este tipo de delitos y en particular en el delito de defraudación fiscal se  
“constituye como sujeto pasivo al estado, en el que se atenta contra el cobro del 
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crédito tributario que es el del interés público, ya que toda la legislación tributaria 
tiende a regular la obtención de los recursos que necesita el Estado para hacer 
frente a sus gastos, por lo que la administración no puede renunciar a la 
obtención de lo que tiene derecho y necesita, independientemente de que ello 
traería como consecuencia la falta de equidad de la ley, al dejar en desventaja a 
los sujetos que sí pagan frente a los que no lo hacen”. Delgadillo (1995, p. 117-
118).  
3. Conducta Típica.- “La defraudación la comete quien mediante 
simulación, ocultación, maniobra o cualquier otra forma de engaño induce a error 
a la administración tributaria, del cual puede resultar perjuicio para la misma. Esta 
se produce cuando una persona omite en forma parcial o total el pago de 
contribuciones y obtiene un beneficio indebido en perjuicio del fisco ya sea con 




Del análisis del tipo penal del artículo 1° se concluye que “se trata de un 
delito de comisión dolosa, descartándose la comisión por culpa. El tipo penal 
exige conocimiento y voluntad de realización del tipo penal, esto es, que se 
evidencia al recurrir el agente a medios fraudulentos como el engaño, la astucia o 
cualquier otro medio más burdo como la adulteración o falsificación de 
documentos con el objeto puntual de no pagar todo o parte del tributo”. Sanabria, 
(1999, p. 521).  
 
Culpabilidad. 
Respecto a la culpabilidad podemos recogemos la idea que “la culpabilidad 
tiene dos formas: el dolo y la culpa. La primera es intensión, la segunda, 
negligencia. Ambas tienen por fundamento la voluntad del sujeto activo. Sin 
intensión o sin negligencia no hay culpabilidad, y sin ésta, no hay delito, por ser la 
culpabilidad elemento del delito” Machicado (2016, p.202) 
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         En el caso de la infracción, debemos precisar que “no se toma en cuenta la 
culpabilidad para que se configure la misma, por lo que, aun existiendo el error o 
el dolo, en ambas situaciones se configura la infracción”. Alva (2002, p.20) 
 
Interés Protegido. 
Si estamos hablando del delito de Defraudación Tributaria como tal 
debemos considerar que  sería el “proceso de ingresos y egresos a cargo del 
Estado, resultando parcialmente válida la postura de algunos autores que 
consideran que el bien jurídico está representado solamente por la recaudación 
tributaria”. Paredes (2007: p. 45).  Ello implica que lo que se pretende proteger es 
al propio Estado dentro de su actuación en las Finanzas Públicas. 
 
Entidad Sancionadora. 
“Al revisar cual sería la entidad que determina y aplica la sanción frente al 
hecho ilícito, apreciamos que en el caso del delito la entidad que aplicaría la 
sanción sería el Poder Judicial en la sentencia condenatoria.” Alva (2002: p.123) 
                Podemos decir que esto es cierto a nivel general, pero tengamos 
presente que este tipo penal exige que previamente se haya demostrado que el 
contribuyente haya incumplido una norma extra penal, esto es la ley del impuesto 
a la renta, por lo que también es importante mencionar que este juicio la tendrá 
que hacer la administración tributaria, y posteriormente habiendo sido demostrada 
el incumplimiento de estas se procederá a sancionar en la vía judicial por el delito 
de defraudación tributaria, es más a nivel penal no sería posible sancionar la 
violación de la ley del impuesto a la renta, ya que esto solo cabría la 
responsabilidad administrativa, y pese a que un sector de la doctrina manifiesta 
que sancionar la falta administrativa y por otro lado la conducta delictiva 
constituye una violación a la cosa juzgada y al principio de no bis in ídem, esto no 






Tipo Atenuado De La Defraudación Tributaria. 
 Los atenuantes son aquellas circunstancias que determinan que un delito 
tenga una penalidad menor que el tipo base. 
        Esta situación se presenta cuando se realiza el tipo base descrito en el 
artículo 1° de la Ley Penal Tributaria y por las modalidades descritas en puntos 
anteriores se deja de pagar al fisco tributos por un monto que no exceda de las 
cinco (5) Unidades Impositivas Tributarias (UIT),) conforme a un periodo de 
tiempo que describiremos a continuación: D. Legislativo 813 (1996: Art. 3) 
        El artículo 3° de la Ley Penal Tributaria prescribe que mediante la realización 
de las conductas descritas en los Artículos 1 y 2 de la mencionada Ley, deja de 
pagar los tributos a su cargo durante un ejercicio gravable, tratándose de tributos 
de liquidación anual, o durante un período de 12 (doce) meses, tratándose de 
tributos de liquidación mensual, por un monto que no exceda de 5 (cinco) 
Unidades Impositivas Tributarias vigentes al inicio del ejercicio o del último mes 
del período, según sea el caso, será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de 2 (dos) ni mayor de 5 (cinco) años y con 180 (ciento ochenta) a 365 
(trescientos sesenta y cinco) días-multa. 
      Tratándose de tributos cuya liquidación no sea anual ni mensual, también será 
de aplicación lo dispuesto en el presente artículo. D. Legislativo 813 (1996: Art. 3). 
 
Tipo penal agravado de defraudación tributaria. 
D. Legislativo 813 (1996: Art. 2) Mediante el artículo 2 del Decreto 
Legislativo N° 1114 se incorporó el artículo 5-D a la Ley Penal Tributaria, cuyo 
tenor es el siguiente: Artículo 5-D.- La pena privativa de libertad será no menor de 
8 (ocho) ni mayor de 12 (doce) años y con 730 (setecientos treinta) a 1460 (mil 
cuatrocientos sesenta) días-multa, si en las conductas tipificadas en los artículos 
1º y 2º del presente Decreto Legislativo concurren cualquiera de las siguientes 
circunstancias agravantes: 1) La utilización de una o más personas naturales o 
jurídicas interpuestas para ocultar la identidad del verdadero deudor tributario. 2) 
Cuando el monto del tributo o los tributos dejado(s) de pagar supere(n) las 100 
(cien) Unidades Impositivas Tributarias (UIT) en un periodo de doce (12) meses o 
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un (1) ejercicio gravable. Para este efecto, la Unidad Impositiva Tributaria (UIT) a 
considerar será la vigente al inicio del periodo de doce meses o del ejercicio 
gravable, según corresponda. 3) Cuando el agente forme parte de una 
organización delictiva. El presente artículo tipifica conductas agravadas del delito 
de defraudación tributaria previsto en los artículos 1 y 2 de la LPT. En tal sentido, 
el artículo 5-D de la LPT no debería formar parte del subconjunto de delitos 
vinculados a los deberes tributarios conformados por los artículos 5, 5-A y 5-B de 
la LPT, puesto que tendría que ubicarse en el subconjunto de los delitos 
relacionados a la liquidación del tributo, es decir, con los primeros artículos 
mencionados. Ello resulta de suma importancia, toda vez que si entendemos al 
Derecho como un sistema organizado que regula expectativas sociales, éste debe 
estructurarse de manera ordenada en razón a conjuntos y subconjuntos 
normativos que se dividen en atención al asunto materia de regulación. Por lo 
cual, al igual que en el delito previsto en el artículo 5-C de la LPT, podemos 
afirmar que el presente tipo penal no se encuentra ubicado en el subconjunto 
correspondiente y, asimismo, ello conlleva a la alteración de la organización de la 
Ley Penal Tributaria mediante su incorporación a la misma. 
A manera de conclusión podremos decir que la sociedad es una estructura 
organizada a través de normas que se interrelacionan entre sí, para formar parte 
de conjuntos y subconjuntos normativos que generan expectativas sociales de 
comportamiento. Para comprender y aplicar debidamente la regulación prevista 
en el Decreto Legislativo N° 813-Ley Penal Tributaria, debemos tener en 
consideración otras áreas del Derecho. La incorporación de delitos a la Ley Penal 
Tributaria es la respuesta del legislador penal ante la innovación de los actos 
ilícitos realizados en el ámbito tributario. “El sistema estructural de la Ley Penal 
Tributaria ha sido alterado mediante la incorporación de tipos penales sin tenerse 
en consideración el subconjunto normativo al que deben ser agregados. Los tipos 
penales incorporados en relación a los deberes tributarios presentan supuestos 
de hecho adecuadamente previstos para delimitar la intervención del Derecho 





Análisis Del Problema. 
El problema que abordamos tiene como núcleo el cuestionamiento al 
criterio adoptado por nuestro más alto tribunal de justicia nada más y nada menos 
que el controvertido Tribunal Constitucional del Perú, instancia que a lo largo de 
estos últimos años he venido “marcando la pauta” de cómo es que deben 
“interpretar” las normas, que criterios debemos tener para hacer una correcta 
interpretación de la normativa, y contrario censu, como no debemos realizar la 
labor de hermenéutica jurídica. 
Pero para entrar a hablar sobre el tema central de esta tesis, debemos 
indicar en concreto sobre la interpretación de que norma estamos hablando, pues 
bien, se trata del artículo 1 del decreto legislativo 813 del 12/04/1996 del que 
viene a ser lo que denominaríamos los operadores del derecho, la ley penal 
tributaria. 
Como ya vimos en el marco teórico general, esta ley penal tributaria a lo 
largo del tiempo ha venido sufriendo un innumerables modificaciones pasando de 
ser parte del código penal, para posteriormente adquirir independencia, lo que no 
entraremos a discutir en la presente tesis por no ser materia de investigación, 
pero debemos decir que esto solo ha dificultado la investigación de los delitos 
tributarios, ya que académicamente no es posible abordar este estudio sin antes 
no pasar por el derecho penal parte especial, parte general, derecho 
constitucional, y claro el derecho tributario; volviendo casi imposible que en los 
claustros universitarios se aborden estos temas por la complejidad con que se 
cuenta para que el dicente común comprenda las verdaderas complejidades que 
estos temas nos traen a colación. 
Ahora bien, dicho esto, pasaremos a describir el problema desde su 
perspectiva más simple a la más compleja. 
Las actividades ilícitas generadoras de ganancias y la ley del impuesto a la renta. 
Parece poco usual que para abordar un problema de naturaleza penal se 
tenga que recurrir a una norma que no necesariamente sea parte del derecho 
penal, pues bien en el presente caso, ya que estamos estudiando la defraudación 
tributaria, debemos decir que este es un delito que para poder calificarlo como tal 
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debemos recurrir a normas extrapenales, ya que si la defraudación tributaria se 
omitió dolosamente pagar impuestos, la misma norma no nos da luces sobre 
cómo, quien, de qué forma, donde y cuando nace dicho impuesto. 
La doctrina también puede significar una ayuda en nuestra tarea de 
desentrañar este extraño fenómeno; es bien conocido en la doctrina que existen 
tres teorías que explican el concepto de renta, la Teoría de la Renta – Producto, 
Teoría del flujo de riqueza y la Teoría del consumo más incremento patrimonial, 
pero al margen de esto, el estado a esbozado su propia teoría económica de 
renta, y lo ha conceptualizado en  lo que la comunidad jurídica denomina la renta 
desde la perspectiva legal o legalista, ello obviamente considerando que es 
posible grabar las rentas obtenidas ilícitamente, porque si lo determina la norma 
tributaria, apartándose de toda la doctrina nacional e internacional, haciendo gala 
de su famosa autonomía tributaria. 
Ahora bien nos toca a nosotros analizar este uso de autonomía tributaria es 
ejercida legítimamente, y no afecta  el orden constitucional, pues tengamos 
presente que cuando se dan estos casos, el estado despoja al agente de 
cualquier peculio ilegítimamente obtenido, y con justa  razón, ya que este al ser 
un bien obtenido por medios ilícitos no puede ser de propiedad del agente, ya que 
no hay manera de adquirir la propiedad por medios ilícitos; y que después de ello, 
se le pretenda la recaudación tributaria respecto a esos mismos rendimientos 
ilícitos, violando no solo principios del derecho tributario, si no derechos 
constitucionales, tales como el principio de non bis in idem y de  capacidad 
contributiva. 
Pero ¿Qué dice explícitamente la ley del impuesto a la renta sobre el este 
supuesto? Pues bien dice lo siguiente: 
“Se presume que los incrementos patrimoniales cuyo origen no pueda ser 
justificado por el deudor tributario, constituyen renta neta no declarada por éste. 
Los incrementos patrimoniales no podrán ser justificados con: (…) b) Utilidades 




¿y dónde está la contradicción?, ¿qué naturaleza de bienes ilícitamente 
obtenidos)?, El 18/04/2008 mediante la ley 29219, se modificó el Decreto 
Legislativo Nº 992, permitiendo la perdida de dominio sobre los bienes ilegalmente 
obtenidos, ya que no tendría dichos bienes con justo título; es decir estos bienes 
que se obtienen ilícitamente nunca entran a la esfera de propiedad del que los 
posee (ilegítimamente), y al no tener justo título de su obtención no se encuentra 
dentro de la esfera de protección del Art. 70 de la Constitución Política del Perú.  
Entonces, como puedo estar obligado a pagar impuestos sobre un bien del 
cual no tengo justo título, nunca ingreso a mi patrimonio, en otras palabras sobre 
ganancias que no son mías; porque es ese el fundamento por el cual 
precisamente se enajena al agente de estos bienes. 
 
Opiniones en la doctrina. 
Veamos que opinan la doctrina autorizada y ss.  precisa “(…) si se admite 
la posibilidad de considerar un hecho imponible la obtención de bienes o rentas 
por medio de delitos, se estará generando en muchos casos un deber de declarar 
esos ingresos con indicación de su fuente, lo que sería claramente 
inconstitucional por afectar la garantía de que nadie está obligado a declarar 
contra sí mismo”. García (2003: P. 626). Por otra parte, se podría desbordar la 
normativa tributaria que sirve de referencia para precisar el objeto del delito, pues 
los tributos defraudados deben estar establecidos por las leyes tributarias. Bajo 
estas circunstancias, lo que habría que determinar es si la normativa de cada 
tributo específico engloba actividades ilícitas como posible hecho imponible. 
Resulta conveniente que en delitos que se sustentan en desbalances 
patrimoniales, como el enriquecimiento ilícito de funcionarios, se abra 
investigación penal también por el delito de defraudación tributaria, pues si no se 
llega a demostrar que el incremento patrimonial no justificado tiene una 
procedencia ilícita, la regla del in dubio pro reo debería llevar al castigo, dado el 
caso, por delito de defraudación tributaria.  
Las implicancias de que una ganancia ilegítimamente obtenida tenga que 
ser declara para pagar los impuestos que le estén afectos, son cada vez más 
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graves, pues se violaría directamente la constitución, ya que estaría declarando 
contra si mismo,  
Bacigalupo, (2001: P.23) indica “Con la finalidad de que el delincuente no 
se aproveche de los efectos de un delito (por ejemplo, malversación o cohecho) 
no se debe recurrir al sometimiento de tales ganancias a tributación, admitiendo 
en caso de infracción del deber fiscal, la comisión de un delito fiscal”. Lo correcto 
sería recurrir al decomiso y, en otro caso, a la multa por el delito que generó la 
ganancia, al tiempo que se debe disponer la responsabilidad civil derivada del 
mismo delito. Considerar que el delincuente comete delito fiscal y exigirle el pago 
de la cuota defraudada es convertir al Estado en receptador sin ninguna 
necesidad.  
 
Opinión Del Tribunal Constitucional 
Nuestro tribunal constitucional también se ha pronunciado sobre el tema de 
discusión; lo ha hecho de forma más resaltante en los casos EXP N° 4382-2007-
PA y N° 4985-2007-PA, en el que podemos decir que se ha contradicho de forma 
grave, cuando manifiesta: (…) “el artículo 52 de la Ley del Impuesto a la Renta, no 
exige que los incrementos patrimoniales sea lícitos o ilícitos (véase FJ. 7 del Exp. 
4985-2007-PA; y, FJ. 5 del Exp. 4382-2007-PA)”, posteriormente en las mismas 
sentencias manifiesta (…) “el obligado no puede pretender justificar el incremento 
sobre la base de actividades ilícitas (véase FJ. 10 del Exp. 4985-2007-PA; y, FJ. 8 
del Exp. 4382-2007-PA), y más tarde indica (…) “por mandato legal los 
incrementos patrimoniales no pueden ser justificados con utilidades provenientes 
de actividades ilícitas (véase FJ. 12 del Exp. 4985-2007-PA; y, FJ. 10 del Exp. 
4382-2007-PA)   
Así también en el EXP. N.° 05537-2007-PA/TC, en el punto 5 de los 
fundamentos, indica (…) “A juicio del Tribunal Constitucional, para el artículo 52º 
antes mencionado no es relevante el origen –lícito o ilícito– del incremento 
patrimonial por tres razones fundamentalmente. Primero, porque de acuerdo con 
el artículo 74º de la Constitución no es función de la administración tributaria, ni 
tiene facultades para ello, determinar la licitud o ilicitud de una renta específica; 
más aún sería absurdo y contraproducente pretender que se le exija a la 
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administración tributaria, en casos como este, evaluar y determinar el título 
jurídico de un determinado incremento patrimonial”. Tribunal Constitucional Del 
Peru, 2007 
Luego en el punto 9 indica (…) “En el presente caso, los demandantes 
tuvieron un incremento patrimonial que no pudieron justificar, por lo cual la 
administración tributaria, sobre base presunta, legítimamente tenía la facultad de 
determinar de oficio el monto adeudado, de conformidad con el artículo 93º de la 
Ley del Impuesto a la Renta. Este criterio del Tribunal Fiscal es constitucional, en 
la medida que, como ya se dijo, la administración tributaria no determina la licitud 
o ilegalidad del incremento patrimonial –tampoco los procedimientos tributarios 
están dirigidos a tal fin–, sino que se limita a acotar el correspondiente impuesto 
cuando dicho incremento no puede ser justificado por el contribuyente”.   
Es evidente que al tribunal constitucional no le “importa” la naturaleza de la 
renta, como esta se haya obtenido, pero lo que causa mas extrañeza es que diga 
que no tarea de la administración tributaria determinar la licitud o ilicitud del dinero 
no declarado, y obviamente ellos tampoco lo hacen, hubiera sido bueno que diga 
en todo caso quien tiene esa tarea; pero hábilmente omite este hecho, ya que 
seguro que de ser así quedaría en evidencia como este razonamiento atenta 
contra el derecho a no ser procesados ni sancionados por los mismos hechos dos 
veces, la cosa juzgada entre otros.   
 
Imposición a las rentas obtenidas ilícitamente en la legislación 
comparada. 




  El ordenamiento jurídico alemán, dispone en los párrafos 40 y 41 de la 
ordenanza tributaria Alemana (…) a los efectos de tributación resulta irrelevante si 
el comportamiento que da lugar al hecho imponible es contrario a un mandato o 
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prohibición , si atenta contra las buenas costumbres, si el negocio jurídico queda 
sin efecto o si se trata de un negocio aparente , siempre y cuando las partes 
mantengan el resultado económico del negocio jurídico (…),Galarza, (2005: p. 
239)    
Como podemos apreciar en la legislación alemana si esta permitidito que 
se persigan el pago de impuestos respecto a rentas ilícitamente obtenida. 
Comentando esta misma ordenanza el profesor Alberto Faget dice: (…) se 
entiende que el parágrafo 40 sólo determina que los comportamientos contrarios a 
las buenas costumbres (se pretende abarcar especialmente el negocio de la 
prostitución) no impiden la tributación, y que en el parágrafo 41 lo que se pretende 
es evitar que quede fuera de tributación un hecho imponible por un mero defecto 
de forma subsanable. 
Lo interesante que en la legislación alemana no importa siquiera si se 
contraviene a las buenas costumbres, lo que nos lleva a pensar en una 
deshumanización de la ley. 
 
Legislación De Estados Unidos De Norte America. 
Sin duda alguna tenemos si hablamos de EEUU y evasión tributaria 
tenemos que comentar al caso CAPONE, Gángster, estadounidense de origen 
italiano, quien en la década de los veinte condujo una organización dedicada al 
tráfico de bebidas alcohólicas, a la prostitución y al juego ilegal con asiento en 
Chicago, siendo acusado de evasión de impuestos en 1931, como única manera 
para enviarlo a prisión. 
Así pues, a sus ingresos ilícitos, les daba apariencia de legales, 
reputándolos como ingresos de su negocio de lavanderías, y la combinación de 
estas declaradas al Internal Revenue Service de Estados Unidos,  
Mauricio garrido, más tarde diría: Aunque Capone siempre hacía sus 
negocios ilícitos a través de testaferros y no había registros que lo relacionasen 
con sus ganancias, las nuevas leyes promulgadas en 1927 permitieron al 
gobierno federal perseguir a Capone por evasión de impuestos. Fue perseguido 
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por el agente de la "Agencia de Prohibición” Eliot Ness y sus agentes 
incorruptibles “Los Intocables”, y por el agente del IRS Frank Wilson, que fue 
capaz de encontrar recibos que relacionaban a Capone con ingresos por juego 
ilegal y evasión de impuestos por esos ingresos. 
El caso fue manejado por el Fiscal George Johnson, quien fue el primer 
fiscal estadounidense en perseguir a los delincuentes por cargos de evasión de 
impuestos. Logró que AL CAPONE se declarara culpable de los casos por los 
cuales estaba siendo juzgado. 
Finalmente, el juez James Wilkerson fue quien dictó sentencia en contra de 
AL CAPONE y lo condenó a 11 años de prisión y multas por USD$ 50.0 00,00. 
Garrido (2013: p.85) 
No nos queda duda que en Estados Unidos De Norte América, también se graban 
los ingresos ilegítimamente obtenidos. 
 
Legislación Española.  
En caso de la legislación española, está también sanciona el hecho de 
declarar el patrimonio ilícitamente obtenido, sin embargo, a nivel jurisprudencial 
ya se ven avances, así podemos citar la sentencia recaída en el caso Urralburu 
STS 28.03.2001, en el que el tribunal supremo español manifiesta que, si existe 
condena por otro delito, y existe de decomiso no puede sancionar se por delito 
fiscal, esto porque no se habría producido el hecho imponible,  
Está claro que con esta medida se buscaría no atentar contra el principio 
de non bis in idem y de capacidad contributiva. 
 
Legislación Italiana. 
Italia, a diferencia de los otros países a avanzado un poco más, y no solo a 




Ley De Rentas Italiana (…) “El artículo 14.4 (…) dispone expresamente que 
los ingresos derivados de actividades ilícitas sean gravables siempre y cuando se 
cumplan a cabalidad con dos requisitos fundamentales: 
1) Que estas riquezas consideradas dentro de los ingresos gravados (hecho 
imponible) en la normativa impositiva explícitamente, dentro de alguna de las 
categorías de renta que señala la ley fiscal 
2) Que las ganancias descritas no hayan sido objeto previamente de comiso o 
confiscación en la rama penal” (...) 
Como podemos ver, en este caso se ha dado un gran avance, pues 
además de cuidar que no se vulneren los principios de non bis in idem y de  
capacidad contributiva, también cuidan uno de los principios primordiales en el 
derecho  penal, que es el principio de legalidad, debiendo estar previamente 
establecida por norma dentro de alguna categoría de renta grabada. 
Hemos visto como algunas de las legislaciones más importantes penalizan 
el no declarar los ingresos obtenidos ilícitamente, pero como otras ya están 
avanzando y en caso de la italiana incluso a nivel normativo, lo que nos enseña 
que el Perú todavía tiene un largo camino por recorrer en el tema, ya que ni 
siquiera a nivel de doctrina se ha trata esta polémica. 
 
Argumentos que apoyan el delito de evasión tributaria, por no 
declarar rentas ilícitamente obtenidas. 
Entre los argumentos que apoyan esta tesis el argumento principal es el del 
violación del derecho a la igualdad ello porque se trataría de forma distinta al 
contribuyente honesto, y al que no lo es, ya que se castigaría solo al que los 
obtiene de forma licita y no a los que lo obtienen de forma indebida, 
contraviniendo el orden legal, en el mismo orden de ideas no sería justo que aquel 
que se enriquece ilícitamente, además de las ventajas patrimoniales, también 
goce de la ventaja de no tener que pagar impuestos por ello. 
García (2000: P. 92 y ss) “como los sujetos tienen la capacidad de obtener 
beneficios económicos, es decir, aumentan su patrimonio –independientemente si 
dicho incremento patrimonial es de manera legal o ilegal- se encuentran en la 
43 
 
obligación de tributar sobre dicha cantidad, así plantea “… la tributación recae no 
sobre el ejercicio de la actividad en sí, sino sobre el beneficio obtenido y no existe 
precepto que condicione la fiscalidad a que la actividad que la origine sea o no 
lícita. El beneficio incrementa el patrimonio de la persona, financia su forma de 
vida, le genera nuevos rendimientos (beneficios), que, a su vez, se reinvierten “se 
blanquean”, introduciéndose en su circuito legal, estableciendo una cadena en la 
que sería posible introducir la fiscalidad. Se puede objetar que de ser descubierto 
se le impondrá una sanción pecuniaria, e incluso el comiso de sus bienes, lo que 
no excluye que el hecho imponible se ha realizado” 
El tribunal constitucional peruano, en los Exp. 4985-2007-AA, de fecha 
09.01.2008, y Exp. N° 4382-2007, de fecha 12.11.2007, dice: ““A juicio del 
Tribunal Constitucional, para el artículo 52º (de la Ley del Impuesto a la Renta) no 
es relevante el origen –lícito o ilícito- del incremento patrimonial por tres razones 
fundamentalmente. Primero, porque de acuerdo con el artículo 74º de la 
Constitución no es función de la administración tributaria, ni tiene facultades para 
ello, determinar la procedencia lícita o ilícita de una renta específica; más aún 
sería absurdo y contraproducente pretender que se le exija a la administración 
tributaria, en casos como este, evaluar y determinar el título jurídico del 
incremento patrimonial. Segundo, que la administración tributaria tenga que 
verificar previamente si el incremento patrimonial no justificado proviene de rentas 
lícitas o ilícitas es una exigencia irrazonable que tornaría en inviable la realización 
de sus facultades tributarias. En tercer lugar, porque el impuesto a la renta grava 
hechos o actividades económicas, no las conductas de las personas en función 
de si estas son lícitas o ilícitas; de lo contrario, se establecería un antecedente 
negativo muy grave porque para que una persona se exima de sus obligaciones 
tributarias bastaría que ésta alegue la ilicitud de sus utilidades; lo cual quebraría el 
principio constitucional tributario de igualdad (artículo 74º de la Constitución) 
frente a aquellas personas que cumplen, de acuerdo a ley, con sus obligaciones 
tributarias. Asimismo en los fundamentos jurídicos N° 5,6 y 7 del Exp. 4382-2007-
PA/TC, el Tribunal Constitucional textualmente reproduce dichos argumentos. 
Véase los fundamentos jurídicos 7, 8 y 9. 
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En la doctrina peruana se suma la opinión de Muñoz 2010 (P. 234 ss), 
quien manifiesta que consideramos pertinente señalar que para nosotros, la 
manifestación de riqueza gravada, esto es la ganancia, posee un indiscutible 
sustrato económico, que se manifiesta a través de un aumento material de la 
riqueza del individuo con el financia su propia forma de vida, en un periodo 
determinado y respecto del cual, tiene un efectivo control real. 
Y es a fin de cuentas la cuestión radica, en determinar si el concepto de 




Esta investigación se elaborará dentro del ámbito geográfico del Tribunal 
Constitucional Distrito Judicial de Lima. 
 
Marco temporal. 
Esta investigación se realizará dentro del ámbito temporal de los años 2007 
– 2015. 
 
Contextualización Histórica, social y Económica. 
Se tiene que, en la historia tributaria del nuestro país se puede ver cómo el 
tributo siempre ha estado en la vida cotidiana de las personas no haciendo 
distinciones de ningún tipo ya que este nos afecta de forma o indirectamente, por 
ello, aunque se piense que algunas personas no pagan o aparentemente no se 
ven afectadas esto no es tan cierto. Sin embargo, nuestro sistema fiscal no 
apareció de la noche a la mañana, sino más bien fue evolucionando a través del 
tiempo así. 
Podemos dividir dos etapas para efectos didácticos y en función al tiempo 
en que ocurrieron los acontecimientos para poder conocer de manera muy 
somera como es que se dio la figura de los tributos en el Perú, siendo una primera 
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el Perú antiguo y la segunda el Perú colonial, el primero sería antes de la llegada 
de los españoles y el segundo el periodo posterior a esta, pero incluiremos una 
tercera la correspondiente a la Perú moderno. 
En el Perú antiguo. - Para poder identificar plenamente este periodo 
debemos identificar a la cultura predominante siendo esta los Incas, esta primera 
etapa, la tributación tuvo como fuente la reciprocidad del trueque de la energía 
humana y la fuerza, los tributos obtenidos eran destinados al Inca y al culto del 
Sol; estamos hablando de un sistema ordenado y cuyas directrices no tenía 
ninguna ley escrito, sino más bien esta regia por normas morales de conducta, 
siendo las más importantes la reciprocidad y la redistribución, y considerando que 
no tenían moneda, la contribución se materializaba a través del intercambio, ya 
sea de recursos o de trabajo. 
La forma contributiva variaba, dependiendo de donde se den y con qué fin, 
así como en qué nivel organizacional se desarrolle la actividad; podemos 
identificar a los grupos familiares en función a la persona que los dirigía, siendo 
en orden de jerarquía, el jefe del ayllu, seguido del curaca, y finalmente el Inca. El 
jefe del ayllu era el que líder de una familia, el curaca el jefe de un grupo de 
familias, y el Inca el gobernante del imperio; es posible la existencia de otras 
escalas dominantes a nivel organizacional, sin embargo, utilizaremos estas para 
poder explicar el tributo en el incanato por ser las más representativas. 
Hoy por ti, mañana por mí esto podría resumir fácilmente como es que 
desarrollaba el trabajo en el incanato, y como se materializaba el tributo, como 
dijimos este se daba a través del trabajo y del intercambio, efectivizándose en las 
diversas labores que se realizaban en los diferentes grupos organizacionales, así 
tenemos primeramente el ayni, que era un sistema de trabajo organizada por el 
jefe del ayllu, y consistía en que integrantes del ayllu trabajaban en las tierras otro 
integrante de este, o participaban en labores de construcción de casas para otro 
integrante, y en correspondencia el beneficiado para el que se había realizado el 
trabajo ayudaba en las labores de su similar; otra forma de contribuir era la minca, 
este sistema se desarrollaba por orden directa del Inca, quien entregaba tareas a 
los curacas para ser cumplidas, pero estas tenían que ser cumplidas por los 
clanes familiares liderados por los curacas, estos clanes se juntaban y 
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desempeñaban sus labores con agrado y felicidad, siendo una característica los 
canticos que daban en señal de júbilo, los curacas tenían que procurar que las 
mujeres hagan la chicha pues esta les era dada a los trabajadores como 
recompensa, así como la coca, hoja sagrada del imperio. 
Otra de las formas contributivas era la mita, de esto podemos decir que 
esta una contribución personal, a diferencia de los anteriores que se trataba de 
contribuciones masivas por tratarse de grupos humanos trabajado para otros, en 
este caso el obligado era el joven capaz (por lo general) llamado a realizar 
trabajos en beneficio del imperio, construyendo carreteras, palacios, templos, etc. 
Estos trabajos eran obligatorios, y todo ciudadano tenis que realizarlo en cierta 
etapa de su vida, por supuesto esto también era reciproco del parte del Inca, pues 
por los servicios este entregaba grano, servicios religiosos, en favor de su ayllu, 
claro está que todo era administrado por los curacas y los jefes de los clanes 
según corresponda. 
Podemos ver cómo es que, aunque no había escritura ni moneda se 
aplicaba principios básicos de lo que hoy conocemos impuestos, ya que estos se 
daban de forma obligatoria, pero siempre había una retribución por ello, es decir 
podemos decir que las labores o la entrega de productos por la cual se 
materializaba el tributo era recompensado a nivel personal, por ejemplo, con la 
entrega de topos, y ganado, y a nivel comunitario con la entrega de productos, 
caminos, centros religiosos, etc. 
En la época colonial. -  en la que el tributo consistió paso a ser el pago de 
una parte de lo que se haya producido, a nivel personal o comunitaria, a favor del 
Estado, para ello se daban una serie de ordenanzas y mandatos para el 
establecimiento de las tasas a pagar. 
Es en esta etapa que podemos hablar de tributo como tal, ya que esta no 
solo llevaba esta denominación, si no que tenía como fuente las ordenanzas y los 
decretos reales, los que importaban una orden de carácter imperativo. 
La forma más conocida de captar tributos fue a través de las encomiendas, 
las mismas que se daban en función de varios criterios, por ejemplo, al principio 
se otorgaron por la participación en la campaña de la conquista, pero 
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posteriormente obedeció a criterios políticos. Estas encomiendas consistían en la 
entrega de un grupo humano a cargo del encomendero, quien recolectaba los 
frutos y los productos que los indígenas y sus tierras podían producir, y este en 
contraprestación le debía otorgar adoctrinamiento y educación en las artes 
occidentales. 
Sin embargo este sistema no era perfecto, ya que se prestaba a malos 
manejos de parte de los encomendados, además que la administración era mas 
que cuestionable, llegando a haber casos en los que el cargo de encomendero 
era puesto a la venta, ya que esto sería muy lucrativo considerando que estos 
percibían las ganancias de los grupos que estaban a su cargo; motivo por el cual 
con la llega del virrey Toledo en 1569-1581 se pretendió organizar el sistema de 
las encomiendas, además se crearon tributos especiales de los cuales era 
beneficiado directamente la corona española, así como la creación de tasas de 
imposición tributaria variable e incluso algunas reducciones. 
Dentro del principales tributos que se tenían en este periodo podemos 
identificar: a) el tributo indígena: este era recaudado inicialmente por el 
encomendero, luego con las reformas que se comentó paso a ser recaudado por 
los corregidores, esto claro está por orden del virrey, este tributo constituía la 
principal forma de recaudación ya que por este medio se lograba obtener la mayor 
parte de recaudos. Luego tenemos el quinto real: este consistía en que una quinta 
parte de todo botín en cuanto a material precioso se refiere, tenía que ir a las 
arcas de la corona hispánica. El diezmo: que consistía en el tributo en función del 
10% de todo lo producido para la iglesia, pero en realidad este también era 
administrado por la corona, quien se encargaba de distribuirlo entre el clero, 
teniendo también esta participación en la distribución. 
En el Perú moderno, debemos previamente advertir que para llegar a este 
punto el Perú debió pasar un largo periodo de guerras y reformas, siendo un 
punto neurálgico en materia tributaria el año 1823, año en que se da la primera 
constitución, y en la que se establecen las bases de lo que a la larga sería el 
sistema tributario que actualmente conocemos, siendo el periodo comprendido 
entre 1962 y 1990, en el que crean los impuestos que hoy conocemos, como IGV, 
renta, etc. Datos que se precisaran más adelante. 
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En cuanto se refiere a delitos tributarios, nos remontaremos a mediados del 
siglo XX, siendo el 11 de setiembre de 1959 que se dio la Ley Nº 136252, 
denominada "Ley de Profesionalización”, y su respectivo Reglamento.  
En nuestra Carta Magna y en el Código Tributario anteriores a 1993, el 
doctor Domingo García Rada en su libro Delito Tributario, indicaría que dentro del 
Derecho Penal ya se normaba el ilícito penal referente al Delito Tributario e indica 
la diferenciación con el Delito Administrativo y con el Delito Financiero, así 
también el cómo afectaría al Contador Público en lo referente a estos delitos. Se 
puede ver que en la exposición de motivos del Decreto Legislativo Nº 813, pone 
de manifiesto la urgencia de una norma especial a base del Derecho Penal en el 
que también el artículo 5to. Involucra al Contador Público.  
El doctor Enrrique (2015) diría que “en el referido decreto legislativo 
también se ha identificado a la infracción tributaria como el no cumplimiento por 
parte de un contribuyente de las obligaciones que por ley le son propias, 
administrativas, o, reglamentarias ello, en cuanto tenga que ver con los impuestos 
establecidos en el sistema impositivo y que acarrea sanciones para quien resulte 
responsable del incumplimiento”. Enrrique (2015: p. 6). 
Podemos ver como en esta etapa de la historia, ya se hablaba de delitos 
financieros, y delitos administrativos, lo que constituirá un antecedente y forjaría 



































2.1. Aproximación Temática: observaciones, estudios relacionados, 
preguntas orientadoras. 
El presente estudio tiene un agregado de complejidad por su propia 
naturaleza, ya que no solo basta con conocer las implicancias penales del delito 
de defraudación tributaria, si  no que exige que también se tenga conocimiento 
básico de otras ciencias como es la contabilidad, y como estas dos tratan a los 
tributos, no solo a nivel doctrinario, si no también normativo. 
Es así que al hacer la exegesis del tipo penal de defraudación tributaria, 
hacemos también análisis de la ley de Impuesto a la renta, y su correspondiente 
análisis, ya que es en esta norma donde encontraremos el origen de la mala 
interpretación y aplicación de las normas en cuestión. 
Así se ha podido observar, que muchos en un afán de buscar 
protagonismo, se ha tergiversado la verdadera naturaleza de los bienes que son 
obtenidos ilícitamente, acotándoles la obligación de pagar impuestos. 
En la realidad vemos que al delimitar la criminalidad tributaria se pretende 
responder a dos interrogantes: ¿por qué y para qué la identificación de este tipo 
de criminalidad? Establecer el concepto de criminalidad económica es responder 
a la primera pregunta, y lleva a justificar la delimitación de esta parcela de 
criminalidad. El segundo de los interrogantes busca indagar por sus 
consecuencias y características. Cuando se analiza la delincuencia económica 
tributaria y el Derecho penal económico tributario se reconoce que se está 
hablando de una parte del Derecho penal y de la delincuencia que puede 
analizarse de forma independiente y que presenta características que la 
particularizan. No obstante, no es esencialmente diferente a la delincuencia 
común y al Derecho penal. 
La delimitación conceptual de la delincuencia económica es una tarea 
compleja tanto desde la perspectiva criminológica como de la jurídica. La 
situación desde la tradición jurídica, no es fácil cuando se trata de precisar el 
concepto de Derecho penal económico. Comenzaremos por el debate 
criminológico, para pasar luego al Derecho penal económico. Todo esto, con el 
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propósito de señalar los límites de la criminalidad tributaria, como parte integrante 
de la criminalidad económica. 
La dificultad para precisar los daños materiales producto de la delincuencia 
tributaria presenta tres problemas relevantes. En primer lugar, los 
comportamientos que se pueden englobar dentro del concepto de fraude, por la 
amplitud del término, pueden ser tanto de directa o indirecta violación de las 
obligaciones tributarias, lo que dificulta la exacta delimitación de sus 
consecuencias. En segundo lugar, la cuantificación del fraude se enfrenta con el 
problema de cuantificación de la economía oculta. Finalmente, resulta compleja la 
propia valoración de los efectos del fraude fiscal ya que si bien parece estar fuera 
de toda duda el que las prácticas elusorias de las obligaciones tributarias generen 
distorsiones en la eficiencia asignativa, en la equidad, y en el crecimiento 
económico, no por ello deja de resultar controvertido el determinar cómo, en qué 
cuantía, o sobre quién recaen todas las distorsiones. 
Sin perjuicio de tales dificultades, es posible conocer algunos de los efectos 
de la criminalidad tributaria a través del observatorio de la criminalidad del 
Ministerio Público. Cabe indicar que la mencionada institución se constituye en los 
años noventa, teniendo entre sus objetivos, precisamente, el análisis de los 
efectos –entre otros- de los delitos tributarios. 
 
2.2. Formulación del problema 
¿El patrimonio obtenido por actividades ilícitas debe ser considerado como renta 
gravada al amparo de lo dispuesto por el Decreto Legislativo N° 813, Ley Penal 
Tributaria y el Art. 52 del D?S 179-2004-EF, y su no tributación acarrearía la 





La investigación llenará un vacío teórico en el ámbito del derecho penal 




La investigación propone un nuevo método o una mejora de métodos del 
estudio del área. 
 
Práctica. 
Con la investigación se modificará la situación de la población estudiada, 
esto es, permitirá emitir conclusiones y recomendaciones sobre los delitos 
cometidos contra la administración tributaria, y así proteger a la sociedad. 
 
2.4. Relevancia. 
La investigación es relevante por cuanto nos permitirá conocer si es 
correcta o no la interpretación por parte de la judicatura nacional  del art. 1 del  
Decreto Legislativo N° 813, Ley Penal Tributaria, y de no ser así ser conscientes 
de como su errada interpretación viola derechos constitucionales, así como 
permitirá dar un diagnóstico sobre la problemática de los delitos tributarios, y 
proponer soluciones concretas para disuadir dicha delincuencia, en procura de la 
protección de la sociedad. 
 
2.5. Contribución. 
La investigación propondrá una serie de medidas legislativas para evitar 
que se sigan violando derechos constitucionales como Derecho constitucional a 
no declarar contra uno mismo, derecho constitucional de presunción de inocencia, 
principio de non bis in ídem, principio de legalidad, principio de capacidad 
contributiva, Etc, por parte del estado en su afán de sancionar penalmente por el 
delito de evasión tributaria al no declarar rentas obtenidas ilícitamente. 
 
2.6. Objetivo. 
Determinar si el patrimonio obtenido por actividades ilícitas debe ser 
considerado como renta grababa al amparo de lo dispuesto por el Decreto 
Legislativo N° 813, Ley Penal Tributaria, concordado con el   Art. 52 del D.S 179-
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2004-EF y proponer un proyecto de ley, que modifique el Art. 1 de del Decreto 




El patrimonio criminal no puede ser considerado como renta gravada, por 
tanto se debe aplicar la interpretación racional, tanto en las normas referidas a la 
ley de Impuesto a la Renta, como del Decreto Legislativo numero 813 (delitos 
Tributarios) en cuanto a la evasión tributaria, así como del  Art. 52 del D.S 179-
2004-EF y demostraremos que los activos provenientes de actividades ilícitas no 
deben ser considerados como base imponible para la determinación de la 
obligación tributaria y su no cumplimiento no debe estar enmarcado dentro del 






































Exploratoria y estudio de casos 
Enfoque 
La presente investigación tiene un enfoque cualitativo, ya que buscamos 
comprender el razonamiento de la judicatura y las razones que los llevan a 
sancionar la presunta defraudación tributaria por no declarar patrimonio ilícito. 
 
Diseño 
La presente investigación tiene un diseño de estudio de casos. 
 De acuerdo con el maestro Denny (1978, p. 370, Citado en Rodriguez, Gil y 
Garcia, 1996, p. 91) el estudio de caso es como “un examen completo e intenso 
de una faceta, una cuestión o quizás los acontecimientos que tiene lugar en un 
contexto geográfico a largo tiempo”. 
El estudio de caso o análisis de caso es un instrumento o método de 
investigación con origen en la investigación médica y psicológica y que ha sido 
utilizado en la sociología por autores como Herbert Spencer, Max Weber, Robert 
Merton e Immanuel Wallerstein. Se sigue utilizando en áreas de ciencias sociales 
como método de evaluación cualitativa. El psicólogo educativo Robert E. Stake es 
pionero en su aplicación a la evaluación educativa. 
 
3.2. Escenario de Estudio. 
El escenario de estudios de la investigación será las sentencias del tribunal 





3.3. Caracterización de Sujetos. 
Los sujetos materia de investigación son las sentencias del tribunal 
Constitucional del Perú 05537-2017-PA/TC, 4985-2007-AA, 4382-2007-PA-TC. 
 
3.4. Procedimientos metodológicos de investigación 
 
Recogida de datos  
Para la obtención de la información necesaria para la investigación, se hizo 
uso de los siguientes métodos de recolección: 
1. Análisis de documentos 
2. Recolección de data online de servidores virtuales. 
3. Comparación de sistemas jurídicos extranjeros 
 
Análisis de datos 
Toda la información recolectada fue recolectada en medios de soporte virtual, 
para un mejor manejo y análisis de los casos que nos permitan lograr nuestro 
objetivo, primero analizaremos lo que doctrina nos puede ofrecer en cuanto se 
refiere la parte dogmática del delito de defraudación tributaria, para luego entrar al 
análisis de cómo esta norma penal incompleta es complementada por la ley del 
impuesto a la renta; pasaremos a evaluarlo desde la perspectiva de la legislación 
comparada y comprobaremos nuestra hipótesis, todo ello utilizando el método de 
teoría fundamentada y el estudio de casos. 
Tendremos como dimensiones para el análisis, el patrimonio obtenido 
ilícitamente, el ámbito normativo del delito de defraudación tributaria y la 
legislación comparada en torno al tema de investigación; para luego proceder a 
hacer una conciliación de criterios normativos y jurisprudenciales. 
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En caso surjan preguntas durante la investigación serán contrastadas con 
trabajos ya realizados para buscar una pronta respuesta, y en caso no se logre 
dar con una solución se procederá a documentar para una próxima investigación. 
 
3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos. 
En el desarrollo del presente trabajo de investigación se utiliza la técnica de 
recolección de datos la de historia de vida focal o temática, por ser esta de todas 
las técnicas de investigación cualitativa tal vez sea ésta la que mejor permita a un 
investigador acceder a conocer cómo las personas crean y reflejan el mundo 
social en el que viven, y en particular esta técnica nos permite enfocarnos en un 
solo tema, como es nuestro caso. 
El Instrumento utilizado es la observación de casos, ya que por este medio 
podemos llegar a conocer los alcances de la problemática en los criterios 
interpretativos que realiza la judicatura   
 
3.6. Mapeamiento. 
Nuestro objetivo es ubicarnos en un contexto en el que nos permita 
analizar los efectos jurídicos que irradia la judicatura con motivo de los casos 
resueltos, y poder determinar los factores que llevaron a emitir fallos a todas luces 
injustos y contrarios a derecho, para si poder sentar las bases para una reforma 
legislativa, en aras de alcanzar la justicia para todos los peruanos y contribuir a la 































Producto de la presente investigación tenemos como resultado que, los objetos, 
efectos y las ganancias provenientes del delito no se convierten en renta del 
delincuente. Al no darse este presupuesto, esto es, al no existir renta, no se podrá 
configurar posteriormente un delito de defraudación tributaria que tenga como 
autor al delincuente poseedor vicioso del objeto, efectos y ganancias producto del 
delito, esto está claro, pues como se pudo demostrar, el patrimonio ilícito que 
obtiene con el delito nunca llegaría a la esfera de poder real o dominio del agente, 
por cuanto, si consideramos que se debe considerar que previamente la 
obligatoriedad de declarar es sobre bienes que incrementen tun patrimonio, no 
puede ser que algo que no te pertenezca incremente tu patrimonio, esto es per se 
contradictorio, siendo así, las ganancias de actividades ilícitas al nunca ser parte 
de la propiedad del agente no incrementa su patrimonio con lo que no se da el 
presupuesto de la renta ni la obligatoriedad de declararla. 
Es por ello importante que se hayan mecanismos de protección, como es la 
tipificación de la conducta orientada al fraude tributario, siendo más específico la 
defraudación tributaria. 
Pero esto nuestra legislación al no ser perfecta ha cometido crasos errores, 
que como hemos podido comprobar no solo son irracionales, si no altamente 
nocivos a la constitucionalidad peruana. 
En así que en un afán de “castigar” las conductas defraudadoras no se ha 
puesto limite a los criterios de imputación, ni se ha cuestionado la secuencia y 
destino de los bienes que se obtienen ilícitamente, y terminamos castigando a las 
personas que no declaren sus rentas provenientes de actividades ilícitas. 
El solo mencionarlo parece tirado de los cabellos, pero tal como se indica 
en el Perú si no declaras lo ilícitamente obtenido cometes delito de defraudación 
tributaria; es por esto que previa comprobación de conceptos, y de teorías, así 
como de la legislación comparada y doctrina internacional llegamos a ver que si 
bien es cierto el estado debe perseguir estas conductas ilícitas. 
El bien jurídico protegido por los tipos de defraudación tributaria es el 
adecuado funcionamiento del sistema tributario a través de la recaudación de 
ingresos correspondientes a obligaciones tributarias por hechos imponibles 
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establecidos en la ley, como pudimos observar contrariamente a lo que opinan 
muchos, tenemos como resultante que resal bien jurídico protegido toda la 
mecánica de recaudación tributaria, y no así la administración en sí, esto es 
importante porque sabiendo que es lo que afecta de forma directa podemos 
diseñar un sistema de prevención y corregir los defectos pudiendo aplicar 
medidas más eficaces algunas de las cuales se comentan en las 
recomendaciones de la presente tesis. 
Otro factor importante que tenemos como resultante de la investigación es 
que la presunción de incremento patrimonial recogida en el artículo 52 de la Ley 
del Impuesto a la Renta no es aplicable a los procesos penales, pues su 
naturaleza, dentro del ámbito administrativo, es invertir la carga de la prueba; por 
tanto, es incompatible con la garantía esencial de la presunción de inocencia que 
rige en el ámbito penal, si aplicamos los criterios que defienden la teoría de que 
las rentas obtenidas por medios ilícitos deben pagar impuestos al amparo de la 
ley del impuesto a renta, estaríamos violando principios básicos del derecho 
penal, el operador del derecho debe tener presente la especialidad de las normas, 
la ley del impuesto a la renta no es una norma penal, sino una administrativa por 
cuanto esta no se ciñe a los principios del derecho penal, es por ello que retemos 
como un resultante importante, como se indica en las conclusiones, la forma en 
que debe ser interpretada estas normas, esto será de vital importancia, ya que 
esto es solo la punta del iceberg, por cuanto habrían más derechos en juego. 
La presunción recogida en el ámbito del artículo 52 de la Ley del Impuesto 
a la Renta ni siquiera en el ámbito tributario pudo ser aplicada, pues esta 
presunción parte de la existencia de un patrimonio no justificado del 
contribuyente, pero los objetos, efectos y ganancias del delito no forman parte 
nunca del patrimonio del delincuente 
Los objetos, efectos y ganancias del delito no se incorporan civilmente al 
patrimonio del delincuente, pues esa transmisión de la propiedad carece de causa 
justa. 
 Pese a toda la evidencia que se ha encontrado, encontramos todavía en el 
ámbito nacional gran sector, y entre ellos los jueces de los más altos estamentos, 
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que opinan que si se debe grabar las ganancias obtenidas ilícitamente, y que su 
no declaración constituye delito de defraudación tributaria, eta claro que en esta 
materia nos falta mucho por recorrer, muchos otros países vimos como ya están 
avanzando en adoptar criterios más ajustados a orden constitucional y humano, 
pues el ordenamiento jurídico para ser justo debe ser coherente consigo mismo y 










































Considerando los argumentos que se han expuesto, tenemos de un lado la tesis 
de que no se puede sancionar por defraudación tributaria por no haber declarado 
rentas obtenidas ilícitamente, esto al amparo de: 
1. Derecho constitucional a no declarar contra uno mismo 
2. Derecho constitucional de presunción de inocencia  
3. Principio de non bis in idem. 
4. Principio de legalidad 
5. Principio de capacidad contributiva. 
Ente otros, y de otra parte, la tesis de quienes aseguran que si se puede 
sancionar por defraudación tributaria por no haber declarado rentas obtenidas 
ilícitamente, esto en atención debido a que de no ser así se violaría el derecho a 
la igualdad pues se trataría de forma distinta al contribuyente honesto, y al que no 
lo es, ya que se castigaría solo al que los obtiene de forma licita y no a los que lo 
obtienen de forma indebida, contraviniendo el orden legal, en el mismo orden de 
ideas no sería justo que aquel que se enriquece ilícitamente, además de las 
ventajas patrimoniales. 
Como es evidente, las razones por las cuales la actual legislación peruana lo 
permite es porque en realidad nos hemos dejado llevar por sentimentalismos, y 
hemos dejado de lado la verdadera labor de científicos del derecho, prefiriendo el 
comodísimo personal y/o social, y haciendo a un lado la hermenéutica jurídica, a 
través del cual llegamos a comprender cuando un hecho pese a ser socialmente 
aceptado no necesariamente debe ser legal, ya que de ser así se deforma la 



























La presente investigación ha podido arribar a la conclusión de ver la necesidad de 
proponer un proyecto de ley que modifique el artículo primero del decreto 
legislativo 813  o ley penal tributaria, como se la conoce, y que está en su texto 
integre la condición, que no constituye delito la omisión de declarar el patrimonio 
ilícitamente obtenido, conforme se muestra en el proyecto de ley que se anexa al 
presente trabajo, ya que a las luces de la investigación se puede comprobar que 
no es posible que el patrimonio que se obtiene como producto del delito, sea 
considerado como renta gravada, esto debido entre otros factores, por que la 
persona que obtiene rentas provenientes de actividades ilícitas se convierte en un 
mero poseedor de estos, pero no su dueño, por cuanto precisamente son bienes 
obtenidos ilícitamente, y no solo no son de su propiedad, si no que nunca podrán 
serlo, y por lo tanto no ejercerá (el agente) el animus domini de estos bienes, es 
decir no es el propietario, de ellos, es precisamente por ello que la incautación de 
estos bienes por parte del estado es legítima, no hay una expropiación, sino una 
incautación y en esa misma línea de pensamiento, el estado actúa e incauta o 
comisa estos bienes; Es necesario que las autoridades empleen un criterio 
interpretativo racional de la ley penal tributaria así como de la ley del impuesto a 
la renta, ya que esta no puede ser aplicada literalmente sin observar criterios 
racionales, solo se está obligado a tributar respecto a bienes que son propiedad 
del contribuyente, y es a este a quien le corresponde la obligación de hacerlo, 
ahora es contradictorio que el estado sancione si se declaran los bienes 
ilícitamente obtenidos, ya que estaría afirmando que el agente adquirió la 
propiedad de estos bienes y por ello estaría obligado a tributar sobre estos, más 
grave aún, de ser así, acaso no se violaría el derecho a la propiedad protegido en 
la constitución al proceder (el estado) al comiso respectivo. 
David de la Torre, socio de líder de impuestos EY, en una entrevista dada a 
rumbo económico el 31 de diciembre del 2014, diría que el sistema tributario en el 
Perú es más justo que hace diez años (década del 90), viendo que nuestra actual 
legislación pretende sancionar penalmente la omisión de declarar rentas 
obtenidas ilícitamente, realmente vivimos en un entorno fiscal más justo; cuando 
el estado procede a la incautación de los bienes producto del delito, acaso no 
procede con libertad pues estos bienes no se reputan como de propiedad del 
agente, como vimos en la investigación, estos vienes efectivamente nunca llegan 
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a ser de propiedad del que omite declarar y/o pagar impuestos, porque se ser el 
caso así el estado atentaría contra un derecho reconocido expresamente en la 
constitución política, y es el derecho a la propiedad, en cuyo caso estos le 
tendrían que ser devueltos al sujeto activo del delito, lo cual como vimos, no 
ocurre, y con mucho tino debemos afirmar. 
Las Razones por las cuales el patrimonio obtenido ilícitamente no puede 
ser considerado como base imponible de impuestos es que se violarían los 
principios de no autoincriminación, dado que se obliga al contribuyente que realizo 
un acto ilícito, que declare el cometimiento del mismo. Lo que conllevaría a que 
una persona declare en el ámbito tributario el cometimiento de un ilícito el cual 
puede ser tipificado en la ley penal. Y por lo tanto se viola un derecho 
constitucional, y de capacidad contributiva, así como la garantía de la garantía de 
que nadie está obligado a declarar contra sí mismo; 
En una entrevista con José Verona , presidente del grupo Verona, otorgada 
a radio Exitosa el 09 de Julio del 2015, habla sobre precisamente sobre la 
capacidad contributiva en relación a la categoría de los contribuyentes MEPECOS 
o PRICOS, y como la SUNAT ahora tiene las herramientas para poder evitar que 
el contribuyente entre del campo de la no autoincriminación, y puede demostrar 
fehacientemente mediante el cruce de información la comisión del delito, lo que 
evitaría que entre en el campo en el que se busque al contribuyente declare pues 
esta información es fiscalizada en línea y  no haya necesidad que este declare de 
manera formal para poder determinar una posible evasión tributaria. 
Como vimos en la contenido de nuestra investigación, la obligatoriedad de 
declarar nuestros impuestos es un imperativo legal, y en el supuesto que estos 
sean de procedencia ilícita ciertamente no se le puede obligar a declararlos, ya 
que per se estaría declarando contra sigo mismo, lo cual es ilegal, pero 
ciertamente esto se obvia con los nuevos mecanismos que la SUNAT está 
implementando, y haciendo uso de las tecnologías de información permite no 
esperar que el contribuyente declare y poder determinar cuándo es que estamos 
frente un delito de defraudación tributaria y contrario sensu cuando no, pues de la 
misma manera se podrá verificar los indicios de cuando el agente se encuentra 
dentro de un supuesto de haber obtenido ganancias ilícitas, en cuyo caso y según 
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nuestro criterio, no debería proceder con la denuncia, por cuanto la no declaración 
de estas ganancias violaría la garantía de la garantía de que nadie está obligado 
a declarar contra sí mismo, recogido por el principio de no autoincriminación. 
La medida más eficaz, frente a estos hechos, en realidad ya está dada, y 
es conforme lo dispone el decreto legislativo 1104 cuando norma lo relativo a la 
perdida de dominio y decomiso de bienes producto del delito,  pero esta no está 
siendo correctamente aplicada, ya que en esencia lo normado por la norma citada 
up supra, es lo correcto, procede el decomiso y con ello la perdida de dominio del 
bien producto del delito, porque precisamente este nunca entro a la esfera de 
propiedad del agente, y es por ello legitima la acción del estado de proceder a su 
incautación, por ello esta medida debe ser adoptada en todos los casos, pero 
además de ello pienso que esta medida tiene que ser ampliada, porque  si bien 
las normas relativas a la perdida de dominio de bienes provenientes de 
actividades ilícitas fueron dadas, estas tenían como fundamento reforzar la lucha 
contra el tráfico ilícito de drogas, y no así contra delitos de orden tributario, es por 
ello que el espectro de esta norma debe ser ampliado, y afectar también bienes 
personales del agente, e incluso bienes de sociedades relacionadas, directa e 
indirectamente. 
Esto porque por la experiencia laboral, sabemos que cuando se hacen de 
bienes ilícitos, se procede con legalizarlos, lo que se conoce como blanqueo de 
capitales, y la mejor forma de hacerlo es poniendo estos a nombre de terceros 
(personas naturales o jurídicas) aparentando su obtención licita, a través de 
inversiones u otras artimañas más elaboradas, deviniendo en la obtención de más 
frutos y productos de este dinero ilegal, los que también deberían ser objeto de 
incautación. 
Si consideramos que el estado decomisa los bines provenientes del delito, 
este se convierte en un cómplice del ilícito al recibir beneficios de un acto ilícito, el 
cual además es prohibido y sancionado en su propio ordenamiento jurídico lo cual 
crea una gran contradicción, el hecho imponible ha de consistir en un hecho lícito. 
Esto no significa que las ganancias ilícitamente obtenidas queden en propiedad 
de delincuente, ni tampoco que dichos ingresos gocen del privilegio de no pagar 
impuestos, sino que el propio Código Penal y las normas penales pertinentes 
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hacen viable que los bienes obtenidos en forma ilícita, así como las ganancias de 
los mismos puedan ser decomisados  o incautados a favor del Estado; pero para 
todo esto se necesita que las autoridades jurisdiccionales interpreten las normas 
de forma racional, y no de forma literal, si se sigue el criterio de la jurisprudencia 












































En aras de buscar una solución inmediata al problema, es necesario buscar el 
camino legal para que el proyecto de ley que se propone sea encaminado, 
logrando su propuesta en el parlamento, discusión y aprobación; teniendo como 
opción viable que este sea propuesto por el Colegio de Abogados de Lima, ya que 
por su larga trayectoria de lucha por los derechos, y sus fines deontológicos, está 
llamado a buscar que se corrija esta injusticia; si lo que se pretende es no dejar 
que los bienes obtenidos ilícitamente sean aprovechados ilegítimamente, este 
debería actuar con mayor rapidez al momento de realizar las incautaciones de 
decomisos, se debería eliminar los trámites burocráticos, en todo el aparato 
estatal cuando se tratan de ejercer medidas cautelares, comisos, etc. En favor del 
estado. 
Para que no se violen los derechos constitucionales ya mencionados se 
puede adoptar las medidas que acogió la jurisprudencia española, y es que si 
existe de decomiso no puede sancionarse por  el delito fiscal, esto porque no se 
habría producido el hecho imponible. En caso de no declarar impuestos y si se 
descubre que los ingresos que se omitieron declarar provienen de actos ilícitos, 
se debería excluir de responsabilidad administrativa, en caso se decida proceder 
con una sanción penal, así no se violaría el principio de non bis in ídem. 
Se debe enseñar en los diferentes medios de formación para jueces y 
todos los nivele que las normas más allá de patrones jurídicos responden a 
situaciones humanas y como tales responde a la lógica, a la racionalidad, y la 
estructura jurídica a diseñado formas de cómo actuar en caso veamos una norma 
a todas luces contraria a la constitución, aplicando el control difuso de las normas, 
y criterios ajustados a derecho; es así que se deberían aplicar criterios racionales 
de interpretación, y ver que no se le puede imputar un delito porque solo la norma 
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Anexo A: Articulo científico 
Titulo:  
Omisión de la ley penal tributaria al tipificar el delito de defraudación tributaria 
Autor:  
Elvis Ccama Gonzales , email eccama@dispaeru.com 
Resumen:  
La presente investigación que se realicé en torno al tipo penal de defraudación 
tributaria, siendo el centro de la investigación el indagar sobre si el patrimonio que 
se obtiene ilícitamente debe estar sujeto al pago de impuestos, sus antecedentes, 
implicancias doctrinales, análisis de tipo, implicancias constitucionales, análisis de 
legislación comparada; para así llegar al final a las conclusiones y 
recomendaciones. 
El centro de la investigación se llevó a cabo en el marco temporal situado entre el 
2007 a la actualidad, ya que los criterios que el tribunal constitucional ha adoptado 
todavía a la fecha se siguen utilizando. 
El presente problema materia de investigación, tiene dos teorías, cada una explica 
una forma distinta de concebir al patrimonio obtenido ilícitamente; una de ellas 
defiende la posición que el patrimonio obtenido ilícitamente si debe pagar 
impuestos y su no contribución estaría en curso el delito de defraudación 
tributaria. 
Y la otra que indica que este patrimonio obtenido ilícitamente, de ninguna mara 
puede ser objeto de contribución fiscal, ya que este nunca llega a ser realmente 
del agente, y como muestra de ello operan las figuras del comiso e incautación. 
El método empleado en la presente investigación es el exploratoria y estudio de 
casos. 
El tipo de investigación es de investigación básica, la población está compuesta 
por las resoluciones emitidas por el tribunal constitucional a partir del año 2007, a 
la fecha, siendo la muestra la recaída en los casos N.° 05537-2007-PA/TC, 4985-
2007-AA, y Exp. N° 4382-2007. 
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Como se podrá ver se ha llegado a la conclusión que el patrimonio obtenido 
ilícitamente no puede estar sujeto a contribución fiscal, dado que, de ser así, se 
estarían vulnerando derechos constitucionales. 
Palabras clave: 
Evasión tributaria – patrimonio ilícitamente obtenido 
Abstract 
This thesis contains the research carried out around the crime of tax fraud, being 
the center of the investigation investigate whether the heritage illicitly obtained 
should be subject to tax, criminal record, doctrinal implications, analysis type 
constitutional implications, analysis of comparative law; order to reach the final 
conclusions and recommendations. 
The focus of research was carried out in the time frame set between 2007 to the 
present, as the criteria that the constitutional court yet adopted to date are still 
used. 
This research problem has two theories, each explaining a different way of 
conceiving the assets obtained illegally; one defends the position that the assets 
obtained illegally whether to pay taxes and no ongoing contribution would be the 
crime of tax fraud. 
And the other indicating that this heritage illicitly obtained, any camera can be tax 
contribution, since this never becomes really the agent, and as proof of this the 
figures of forfeiture and seizure operate. 
The method used in this research is exploratory and case studies. 
The research is basic research, the population is made up of the resolutions 
issued by the Constitutional Court from 2007 to date, being the sample relapse 
cases No. 05537-2007-PA / TC, 4985-2007-AA, and Exp. No. 4382-2007. 
As you can see it has been concluded that the illicitly obtained assets may not be 





tax evasion - heritage illicitly obtained. 
Introducción:  
Con motivo de marcarnos un norte, podemos empezar viendo unos de los 
pocos trabajos de investigación que se realizó sobre la materia que ahora nos 
avoca, así podemos ver el trabajo de investigación de Bellomo (2014), quien 
después de analizar  los alcances del tipo penal de defraudación tributaria y sus 
implicancias contables arribó a las siguientes conclusiones: primero, el delito de la 
evasión tributaria en el Perú es una de las más altas en esta parte del continente, 
reflejada en bajos ingresos por concepto de impuestos, respecto del promedio en 
dicha región, ello con motivo de la evasión tributaria; segundo, la debida 
preparación de los de los magistrados y fiscales en materia tributaria tiene gran 
importancia en el control de la evasión tributaria; tercero, la existencia de pocas 
fiscalías especializada en delitos tributarios es no se da abasto e influye de 
manera negativamente en la lucha contra la evasión tributaria; cuarto, el poder 
judicial debe promover la creación de judicaturas y salas especializadas en el 
procesamiento de delitos tributarios esto por ser de alta importancia para realizar 
un eficaz control de los delitos tributarios internos, lo cual ayudaría a un mejor 
control de la evasión tributaria; quinto, con el vigente sistema de justicia en cuanto 
al trato procesal  de los delitos tributarios este influye negativamente en la tarea 
de controlar la evasión, tributaria ya que no cumplir con su tarea sancionadora ello 
se puede evidenciar con las pocas sentencias condenatorias; sexto, nuestro 
actual sistema de justicia no logra colmar las expectativas ya que no logra generar 
el ambiente en el que se tenga un mejor control de la evasión, influyendo 
negativamente en el control de la evasión tributaria. Bellomo (p.144). 
Esto, solo es una muestra de lo poco estudiado esta problemática por el 
sector académico, y ello me ha llevado a realizar esta investigación, con lo que 
como se verá a continuación arribamos al resultado esperado, ya que resulta 
inconcebible que se le pida a la persona que cometa un delito declarar sus 
impuestos fruto de su actividad ilícita, no es posible que exista una ley que diga 
esto, o que en vías de interpretación de a entender ello. 
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A lo largo de este trabajo, podremos ver las diferentes posturas a favor y en 
contra, pero siempre debemos tener presente que no se puede vulnerar derechos 
constitucionales solo con el afán de ganar protagonismo político o mediático. 
En el presente trabajo, también trataremos primeramente los aspecto 
generales en cuanto se refiere al marco conceptual de lagunas de las 
instituciones más importantes dentro del derecho tributario – Penal, debido a  la 
gran importancia de conocer estos cimientos bajo los cuales se ha construido la 
legislación Penal – Tributaria, para después entrar al análisis en concreto de la 
Ley penal tributaria y como esta se relaciona con la ley del impuesto a renta, 
como es que esta norma Penal incompleta, al ser complementada por una norma 
extrapenal, vulnera los derechos constitucionales de los justiciables, pero en el 
colmo de los casos veremos como el máximo defensor de  nuestros derechos, 
omite hacer presiones importantes, y se limita a decir que no es “competencia” 
aclarar estos vacíos. 
¿Dónde quedaron los criterios de interpretación, el control de la 
constitucionalidad, el respecto de los derechos constitucionales?, ¿cómo 
podemos los operadores del derecho estar de brazos cruzados ante este terrible 
abuso? 
Sin ánimo de querer adelantar conclusiones, veremos el nivel de afectación 
y la evidente inconstitucionalidad de normas que claramente tienen un tinte 
político más que humano, ¿acaso el derecho se estará deshumanizando?, el solo 
llegar a esa pregunta es algo realmente preocupante. 
Quisiera que se ponga especial atención a cómo es que si bien este criterio 
de obligar a declarar ingresos provenientes de actividades ilícitas, era aceptado 
en muchos países, pero también veremos cómo es que aquellos que realmente 
hacen producción legislativa de calidad, como es el caso de Francia, y a nivel 
jurisprudencial, como es el caso de España, ya están tomando cartas en el 




Espero que el presente trabajo prenda esa llama de curiosidad de los 
nuevos investigadores, quienes tienen el deber, como profesionales del derecho, 
a investigar estas injusticias, y todos logremos un cambio. 
Metodología: 
Para el presente trabajo se usó el diseño de estudio de casos, por cuanto, 
por la propia naturaleza de la investigación y al estar esta avocada a la realización 
de un examen de un aspecto en particular, en este caso la jurisprudencia en 
materia penal tributario en el tiempo en que estas se emitieron. 
Se usaron como muestras las sentencias del tribunal constitucional 04382-2007-
PA/TC, 04985-2007-PA/TC y 05537-2007-PA/TC, siendo la técnica usada para la 
recolección de información la de análisis de documentos, recuperación de datos 
de internet y comparación con sistemas extranjeros. 
Resultados: 
Producto de la presente investigación tenemos como resultado que, los 
objetos, efectos y las ganancias provenientes del delito no se convierten en renta 
del delincuente. Al no darse este presupuesto, esto es, al no existir renta, no se 
podrá configurar posteriormente un delito de defraudación tributaria que tenga 
como autor al delincuente poseedor vicioso del objeto, efectos y ganancias 
producto del delito, esto está claro, pues como se pudo demostrar, el patrimonio 
ilícito que obtiene con el delito nunca llegaría a la esfera de poder real o dominio 
del agente, por cuanto, si consideramos que se debe considerar que previamente 
la obligatoriedad de declarar es sobre bienes que incrementen tun patrimonio, no 
puede ser que algo que no te pertenezca incremente tu patrimonio, esto es per se 
contradictorio, siendo así, las ganancias de actividades ilícitas al nunca ser parte 
de la propiedad del agente no incrementa su patrimonio con lo que no se da el 
presupuesto de la renta ni la obligatoriedad de declararla. 
Discusión:  
Considerando los argumentos que se han expuesto, tenemos de un lado la 
tesis de que no se puede sancionar por defraudación tributaria por no haber 
declarado rentas obtenidas ilícitamente, esto al amparo de: 
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• Derecho constitucional a no declarar contra uno mismo 
• Derecho constitucional de presunción de inocencia  
• Principio de non bis in idem. 
• Principio de legalidad 
• Principio de capacidad contributiva. 
Ente otros, y de otra parte, la tesis de quienes aseguran que si se puede 
sancionar por defraudación tributaria por no haber declarado rentas obtenidas 
ilícitamente, esto en atención debido a que de no ser así se violaría el derecho a 
la igualdad pues se trataría de forma distinta al contribuyente honesto, y al que no 
lo es, ya que se castigaría solo al que los obtiene de forma licita y no a los que lo 
obtienen de forma indebida, contraviniendo el orden legal, en el mismo orden de 
ideas no sería justo que aquel que se enriquece ilícitamente, además de las 
ventajas patrimoniales. 
Como es evidente, las razones por las cuales la actual legislación peruana 
lo permite es porque en realidad nos hemos dejado llevar por sentimentalismos, y 
hemos dejado de lado la verdadera labor de científicos del derecho, prefiriendo el 
comodísimo personal y/o social, y haciendo a un lado la hermenéutica jurídica, a 
través del cual llegamos a comprender cuando un hecho pese a ser socialmente 
aceptado no necesariamente debe ser legal, ya que de ser así se deforma la 
estructura jurídica de un país y con ello la moral de sus ciudadanos. 
Conclusiones:  
La presente investigación ha podido arribar a la conclusión de ver la 
necesidad de proponer un proyecto de ley que modifique el artículo primero del 
decreto legislativo 813  o ley penal tributaria, como se la conoce, y que está en su 
texto integre la condición, que no constituye delito la omisión de declarar el 
patrimonio ilícitamente obtenido, conforme se muestra en el proyecto de ley que 
se anexa al presente trabajo, ya que a las luces de la investigación se puede 
comprobar que no es posible que el patrimonio que se obtiene como producto del 
delito, sea considerado como renta gravada, esto debido entre otros factores, por 
que la persona que obtiene rentas provenientes de actividades ilícitas se convierte 
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en un mero poseedor de estos, pero no su dueño, por cuanto precisamente son 
bienes obtenidos ilícitamente, y no solo no son de su propiedad, si no que nunca 
podrán serlo, y por lo tanto no ejercerá (el agente) el animus domini de estos 
bienes, es decir no es el propietario, de ellos, es precisamente por ello que la 
incautación de estos bienes por parte del estado es legítima, no hay una 
expropiación, sino una incautación y en esa misma línea de pensamiento, el 
estado actúa e incauta o comisa estos bienes; Es necesario que las autoridades 
empleen un criterio interpretativo racional de la ley penal tributaria así como de la 
ley del impuesto a la renta, ya que esta no puede ser aplicada literalmente sin 
observar criterios racionales, solo se está obligado a tributar respecto a bienes 
que son propiedad del contribuyente, y es a este a quien le corresponde la 
obligación de hacerlo, ahora es contradictorio que el estado sancione si se 
declaran los bienes ilícitamente obtenidos, ya que estaría afirmando que el agente 
adquirió la propiedad de estos bienes y por ello estaría obligado a tributar sobre 
estos, más grave aún, de ser así, acaso no se violaría el derecho a la propiedad 
protegido en la constitución al proceder (el estado) al comiso respectivo. 
Referencia: 
1. Ley De Rentas Italiana (…) “El artículo 14.4 (…) dispone expresamente que los 
ingresos derivados de actividades ilícitas sean gravables siempre y cuando se 
cumplan a cabalidad con dos requisitos fundamentales: 
a) Que estas riquezas consideradas dentro de los ingresos gravados (hecho 
imponible) en la normativa impositiva explícitamente, dentro de alguna de las 
categorías de renta que señala la ley fiscal 
b) Que las ganancias descritas no hayan sido objeto previamente de comiso o 
confiscación en la rama penal” (...). 







Anexo B: Proyecto de ley 
 
Sumilla: Proyecto de ley que modifica el 
artículo primero del decreto legislativo 
813, ley penal tributaria. 
Proyecto de ley número_____________ 
 
El colegio de abogados de Lima debidamente representado por su decano Dr. 
Pedro Miguel Angulo Arana, en estricto cumplimiento de lo dispuesto en el Art. 75 
y 76 del reglamento del congreso de la república presenta EL SIGUIENTE 
PROYECTO DE LEY: 
I. Exposición de motivos donde se expresan los fundamentos dela propuesta 
de ley. 
Es necesaria la modificación del artículo primero del decreto legislativo 813  o ley 
penal tributaria, como se la conoce, y que está en su texto integre la condición, 
que no constituye delito la omisión de declarar el patrimonio ilícitamente obtenido. 
Por cuanto no es posible que el patrimonio que se obtiene como producto del 
delito, sea considerado como renta gravada, esto debido entre otros factores, por 
que la persona que obtiene rentas provenientes de actividades ilícitas se convierte 
en un mero poseedor de estos, pero no su dueño, por cuanto precisamente son 
bienes obtenidos ilícitamente, y no solo no son de su propiedad, si no que nunca 
podrán serlo, y por lo tanto no ejercerá (el agente) el animus domini de estos 
bienes, es decir no es el propietario, de ellos, es precisamente por ello que la 
incautación de estos bienes por parte del estado es legítima, no hay una 
expropiación, sino una incautación y en esa misma línea de pensamiento, el 
estado actúa e incauta o comisa estos bienes; Es necesario que las autoridades 
empleen un criterio interpretativo racional de la ley penal tributaria así como de la 
ley del impuesto a la renta, ya que esta no puede ser aplicada literalmente sin 
observar criterios racionales, solo se está obligado a tributar respecto a bienes 
que son propiedad del contribuyente, y es a este a quien le corresponde la 
obligación de hacerlo, ahora es contradictorio que el estado sancione si se 
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declaran los bienes ilícitamente obtenidos, ya que estaría afirmando que el agente 
adquirió la propiedad de estos bienes y por ello estaría obligado a tributar sobre 
estos, más grave aún, de ser así, acaso no se violaría el derecho a la propiedad 
protegido en la constitución al proceder (el estado) al comiso respectivo. 
También tenemos como motivo el hecho que el patrimonio obtenido ilícitamente 
no puede ser considerado como base imponible de impuestos es que se violarían 
los principios de no autoincriminación, dado que se obliga al contribuyente que 
realizo un acto ilícito, que declare el cometimiento del mismo. Lo que conllevaría a 
que una persona declare en el ámbito tributario el cometimiento de un ilícito el 
cual puede ser tipificado en la ley penal. Y por lo tanto se viola un derecho 
constitucional, y de capacidad contributiva, así como la garantía de la garantía de 
que nadie está obligado a declarar contra sí mismo; 
II. Efecto de la vigencia de la norma que se propone sobre la legislación 
nacional. 
La presente iniciativa legislativa propone modificar parcialmente el art. 1 del 
decreto legislativo 813, sin derogarlo. 
III. El impacto de la presente iniciativa legislativa resulta favorable en la 
medida en que busca proteger e mejor manera los derechos de los 
ciudadanos, evitando que se procesen injustamente a ciudadanos, 
mejorando la calidad de la administración de justicia de nuestro 
ordenamiento legal, haciéndolo justo y coincidente. 
IV. Fórmula legal 
LEY QUE MODIFICA EL ART. 1 DEL DECRETO LEGISLATIVO 813 
DICE:    
"Artículo 1.- El que, en provecho propio o de un tercero, valiéndose de cualquier 
artificio, engaño, astucia, ardid u otra forma fraudulenta, deja de pagar en todo o 
en parte los tributos que establecen las leyes, será reprimido con pena privativa 
de libertad no menor de 5 (cinco) ni mayor de 8 (ocho) años y con 365 




"Artículo 1.- El que, en provecho propio o de un tercero, valiéndose de cualquier 
artificio, engaño, astucia, ardid u otra forma fraudulenta, deja de pagar en todo o 
en parte los tributos producto de actividades licitas que establecen las leyes, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de 5 (cinco) ni mayor de 8 
(ocho) años y con 365 (trescientos sesenta y cinco) a 730 (setecientos treinta) 
días-multa." 






































































































































Anexo F: Sentencia 1079-2002 - Tribunal Español 
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